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RESUMEN 

El presente trabajo de investigación aborda la desigualdad normativa en la protección de los 

derechos de los hijos extramatrimoniales nacidos dentro de una unión de hecho, en 

comparación con los hijos nacidos dentro del matrimonio, especialmente frente a la disolución 

del vínculo entre sus progenitores; se tuvo como objetivo general determinar la influencia de 

la disolución unilateral de unión de hecho en los derechos de los hijos extramatrimoniales. 

Jurisprudencia del Juzgado de Familia de Paucarpata, 2024; y como objetivos específicos 

desarrollar qué derechos se adquieren con la formalización de una unión de hecho entre 

convivientes; analizar qué derechos adquiere un hijo nacido dentro de un matrimonio y un hijo 

extramatrimonial, nacido en una unión de hecho reconocida; describir cuál es el procedimiento 

y la vía legal para tramitar la disolución unilateral de unión de hecho; y por último, identificar 

cuáles son los efectos legales respecto a la disolución unilateral de unión de hecho entre los 

convivientes. La investigación fue de tipo aplicada y con un nivel descriptivo-explicativo; para 

el desarrollo de la investigación se utilizó la técnica de análisis documental y como instrumento 

de recolección de datos la ficha de análisis documental, que fue aplicada a cinco escrituras 

públicas sobre el cese de la unión de hecho de la notaría Bolívar Callata y diez sentencias de 

divorcio del Segundo Juzgado de Familia de Paucarpata. Se concluyó que el actual 

procedimiento de cese de unión de hecho afecta negativamente los derechos de los hijos 

extramatrimoniales, al no requerir que los convivientes declaren la existencia de hijos o 

presenten acuerdos sobre su situación en caso de haberlos; a diferencia de los procesos de 

divorcio, en los que se exige una propuesta sobre tenencia, alimentos, régimen de visitas y 

patria potestad, el procedimiento de cese de unión de hecho se enfoca únicamente en aspectos 

patrimoniales, omitiendo la implementación de medidas que garanticen el bienestar y la 

protección efectiva de los menores, en contravención al principio del interés superior del niño.  

Palabras clave:  
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ABSTRACT 

This research paper addresses the regulatory inequality in the protection of the rights of 

illegitimate children born within a de facto union compared to children born within marriage, 

especially in the face of the dissolution of the bond between their parents. The general 

objective was to determine the influence of the unilateral dissolution of a de facto union on the 

rights of illegitimate children. Case law of the Paucarpata Family Court, 2024; and the specific 

objectives were to develop what rights are acquired with the formalization of a de facto union 

between cohabitants; to analyze what rights a child born within a marriage acquires and an 

illegitimate child born within a recognized de facto union; to describe the procedure and legal 

means for processing the unilateral dissolution of a de facto union; and finally, to identify the 

legal effects regarding the unilateral dissolution of a de facto union between cohabitants. The 

research was applied and had a descriptive-explanatory level. Document analysis was used for 

the research, and a document analysis form was used as a data collection tool. These documents 

were applied to five public deeds regarding the termination of common-law marriages from 

the Bolívar Callata Notary Office and ten divorce decrees from the Second Family Court of 

Paucarpata. It was concluded that the current procedure for terminating common-law 

marriages negatively affects the rights of illegitimate children by not requiring the partners to 

declare the existence of children or present agreements regarding their status. Unlike divorce 

proceedings, which require a proposal regarding custody, alimony, visitation rights, and 

parental authority, the procedure for terminating common-law marriages focuses solely on 

property issues, omitting the implementation of measures that guarantee the well-being and 

effective protection of minors, in violation of the principle of the best interests of the child. 

Keywords: 

Common-law marriage, illegitimate children, marital children  
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INTRODUCCIÓN 

Gina Yáñez de la Borda, especialista en derecho familiar, aclaró que la distinción radica 

en que la convivencia implica la unión de dos individuos, un hombre y una mujer, que 

conviven como si fuera un matrimonio durante más de dos años, pero no contraen matrimonio.  

En este contexto, ambas figuras intentan identificar y salvaguardar la relación de pareja, 

aunque difieren en términos de su formalización, derechos y procesos para su disolución.  

Libertades de los hijos: 

En efecto, hay varias discrepancias con la entidad del matrimonio; por un lado, durante 

el matrimonio los descendientes nacidos durante el matrimonio poseen derechos y 

responsabilidades particulares establecidos por la legislación, incluyendo derechos 

hereditarios; sin embargo, en la unión de hecho, los deberes y derechos de los hijos nacidos en 

una unión de hecho pueden no estar tan precisos como en el escenario del matrimonio. Parece 

que hay una desprotección y discriminación legal en relación del derecho a la alimentación en 

la que actualmente se encuentran los menores nacidos fuera del matrimonio cuando sus 

progenitores que conviven deciden finalizar ese estado de coexistencia; para ello, es 

imprescindible tener en cuenta lo que establece la normativa. 

El Art. 326º, tercer párrafo del Código Civil (CC en adelante) menciona lo siguiente: 

"La unión de hecho se concluye por la muerte, la falta, el consenso mutuo o la decisión 

unilateral." En este último escenario, a elección del abandonado, el juez puede otorgar una 

suma de dinero como compensación o pensión alimenticia, además de los derechos que le 

correspondan de acuerdo al régimen de sociedad de gananciales. Sin embargo, la normativa 

no se pronuncia sobre la situación de los hijos nacidos en esta convivencia, enfocándose la 

norma únicamente en el asunto patrimonial entre los concubinos. 

Agregado a ello se hace evidente la discriminación en el texto del Art. 480º del Código 

Procesal Civil, respecto de la misma situación de separación, pero en este caso entre cónyuges, 

es decir la protección de la que gozan los hijos matrimoniales cuando sus padres deciden 

divorciarse, la norma señala en su segundo párrafo: “Cuando haya hijos menores de edad, tanto 

el demandante como el demandado deberán anexar a su demanda o contestación una propuesta 

respecto a las pretensiones de tenencia, régimen de visitas y alimentos”. 
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Como se puede mostrar, la ley es clara, el hijo matrimonial no debe quedar en 

desamparo, respecto de sus derechos, pues se les exige a los padres que realicen un acuerdo 

respecto de sus niños, antes de divorciarse, y nótese esto es un requisito de fondo de la 

demanda. 

En contraposición, hemos descubierto de manera taxativa que, en caso de una decisión 

unilateral de unión de hecho, si persiste una disputa sobre este asunto y se lleve a juicio, el 

juez no dictaminará sobre una pensión de alimentos para el niño, hijo (si lo hay) sino 

únicamente para el conviviente abandonado. Lo mismo sucede en los registros notariales, 

cuando los cónyuges deciden finalizar su unión de hecho de manera consensuada, acuden al 

notario; entre los requisitos para este procedimiento no se incluye ningún documento o 

convenio relacionado con los hijos que hubieran tenido; parece que en este Art. 326º, no se 

trata de proteger los derechos de los hijos nacidos.  

El desarrollo del presente trabajo de investigación está dividido en tres capítulos, dentro 

del primer capítulo se ha desarrollado el marco teórico que incluye una revisión y análisis de 

los fundamentos teóricos del cese de la unión de hecho y su influencia en los derechos de los 

hijos extramatrimoniales. Dentro del segundo capítulo se ha hecho una redacción descriptiva 

de las estrategias metodológicas que se han empleado para el desarrollo de la investigación, 

así como las técnicas e instrumentos que se han empleado para lograr los objetivos propuestos. 

Por último, dentro del tercer capítulo se presenta el análisis, presentación y discusión de los 

resultados obtenidos. Como resultado, se busca determinar cuál es la influencia de la 

disolución unilateral de unión de hecho en los derechos de los hijos extramatrimoniales a través 

de la jurisprudencia del Juzgado de Familia de Paucarpata, 2024. 
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HIPÓTESIS 

DADO QUE al interponer un proceso de divorcio se exige acumular pretensiones accesorias 

como alimentos, tenencia y régimen de visitas, ello con la finalidad de proteger del abandono 

moral o material a los hijos nacidos en matrimonio.  

ES PROBABLE QUE en la legislación civil se esté desprotegiendo y discriminando 

jurídicamente a los hijos nacidos en una unión de hecho al no exigirles requisitos similares a los 

del matrimonio. 
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OBJETIVOS 

Objetivo general 

 Determinar la influencia de la disolución unilateral de unión de hecho en los derechos 

de los hijos extramatrimoniales. Jurisprudencia del Juzgado de Familia de Paucarpata, 

2024. 

Objetivos específicos 

1. Desarrollar qué derechos se adquieren con la formalización de una unión de hecho entre 

convivientes.  

2. Analizar qué derechos adquiere un hijo nacido dentro de un matrimonio y un hijo 

extramatrimonial, nacido en una unión de hecho reconocida. 

3. Describir cuál es el procedimiento y la vía legal para tramitar la disolución unilateral de 

unión de hecho.  

4. Identificar cuáles son los efectos legales respecto a la disolución unilateral de unión de 

hecho entre los convivientes.  
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CAPÍTULO I 
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MARCO TEÓRICO 

1. UNIÓN DE HECHO 

Para Varsi (2011), las uniones de hecho han dejado de ser una simple posibilidad para 

convertirse en una realidad consolidada. Mediante estas uniones, muchas parejas eligen 

comprometerse sin necesidad de regulaciones, aceptando los efectos que les corresponden de 

acuerdo con la ley. A pesar de que, en la actualidad, el matrimonio va perdiendo relevancia, no 

obstante, la legislación establece que las uniones de hecho son distintas al matrimonio, 

tratándolas como una categoría inferior, lo cual reduce el reconocimiento y la fortaleza de las 

relaciones producto de una convivencia. En este sentido, Posadas (2018) señala que, en el 

ordenamiento jurídico peruano, tanto el matrimonio como la unión de hecho constituyen formas 

legítimas de conformación familiar, razón por la cual ambas figuras deben recibir 

reconocimiento y amparo por parte de la Constitución. Así mismo, el Tribunal Constitucional 

(TC) (2007) indica que, toda familia debe ser objeto de protección; en tal sentido, no es válido 

sostener que únicamente la familia constituida mediante matrimonio recibe tutela estatal, dado 

que existen múltiples formas de organización familiar fuera del marco matrimonial; ello 

evidencia que la noción de familia va más allá del matrimonio, siendo posible que la familia 

continúe existiendo incluso después de la disolución del vínculo conyugal. 

Coca (2021) considera que, en el marco del derecho peruano, el Estado otorga un 

reconocimiento especial a la familia y al matrimonio, considerándolos como instituciones 

esenciales y naturales dentro de la sociedad; asimismo, se privilegia el matrimonio en 

comparación con otras formas de uniones, como las uniones de hecho: de este modo, el Estado 

demuestra un mayor interés en fomentar la constitución de un tipo específico de familia, en 

lugar de otras alternativas. Así mismo, la Oficina de Comunicaciones e Imagen Institucional 

(2023) ha señalado que, la unión de hecho se entiende como la convivencia estable, voluntaria 

y libre entre un hombre y una mujer que no están legalmente casados entre sí ni tienen 

impedimentos matrimoniales, siempre que dicha convivencia haya perdurado de manera 

continua por un mínimo de dos años, con el propósito de cumplir objetivos y asumir 

responsabilidades similares a las del matrimonio. 
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1.1. Antecedentes históricos 

1.1.1. Derecho romano 

Panero (2010) identifica que en el Derecho Romano se reconocía como concubinato, a lo que 

hoy se conoce como unión de hecho; esta unión entre dos individuos de diferente sexo carecía 

de voluntades mutuas de estar juntos en matrimonio y no tenían el derecho de poder contraer 

matrimonio; asimismo, considera que la unión de hecho o concubinato, era un simple vinculo 

sexual. 

Para Muñoz (2016), el concubinato en Roma se consideraba cuando no tenían la capacidad tanto 

física como jurídica; incapaces de poder ser considerados como un matrimonio legal, puesto que 

no cumplían con algunos requisitos necesarios; es por ello, que se originaban las uniones no 

matrimoniales, de manera casual, con contenido viciado, debido a que no cumplían con la 

formalidad.     

1.1.2. Derecho familiar inca 

Castro (2014) indica que, en el incanato, surgían mayores intereses económicos, en torno a los 

tributos y contribuciones que realizaban los incas, a raíz de formalizar las uniones maritales que 

surgían. En la época incaica, existían diferentes formas de uniones, además del matrimonio. Las 

uniones de hecho se daban con la convivencia sin una formalización de por medio, ni mucho 

menos un contrato legal o religioso; sin embargo, podía tener reconocimientos sociales o legales, 

cuando había relaciones entre diferentes clases sociales.  

1.1.3. Derecho colonial  

Díaz (1993) infiere que, en la época colonial, las uniones de hecho surgieron principalmente 

como consecuencia de la desigualdad social entre los colonizadores españoles y las poblaciones 

indígenas, como las mujeres de la cultura incaica. Durante ese período, los españoles, 

especialmente los colonos y conquistadores, no podían casarse formalmente con las mujeres 

indígenas debido a las estrictas normas sociales y religiosas impuestas por la Iglesia Católica; 

sin embargo, no existían restricciones legales o religiosas que impidieran que los españoles 

tuvieran relaciones con las mujeres de la cultura incaica. 
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2. TIPOS DE UNIÓN DE HECHO 

El Tribunal Constitucional señala que (2024), aunque en el Perú la conformación jurídica de la 

familia ha estado tradicionalmente basada en el matrimonio, la filiación y el parentesco, el TC 

ha reconocido que las transformaciones sociales y normativas han dado lugar a nuevas formas 

de organización familiar, incluyendo aquellas derivadas de las uniones de hecho, las cuales se 

apartan del modelo familiar tradicional. Se pueden identificar dos tipos de unión de hecho: 

2.1. Unión de hecho propio 

Maguiña (2023) identifica que la unión de hecho propio hace referencia a la situación en la que 

las personas que conforman la unión no presentan ningún obstáculo legal o personal que les 

prohíba contraer matrimonio, en mérito a ello, señala que ambas partes están completamente 

habilitadas para formalizar su vínculo mediante el matrimonio, y tienen la capacidad legal y de 

voluntad para asumir este compromiso sin restricciones. Asimismo, el TC fundamenta que en 

el concubinato propio no existe ninguna razón legal, religiosa, social o personal que les impida 

a las personas involucradas formalizar su relación a través del matrimonio. 

2.2. Unión de hecho impropio 

Coca (2021) conceptualiza la unión de hecho impropia, como una figura que surge a través de 

una ausencia de requisitos o elementos, necesarios para un reconocimiento formal, a causa de 

la imposibilidad de poder adquirir matrimonio. Asimismo, esta unión impropia lo clasifica en 

dos: a) Es pura cuando ninguno de los dos conoce la condición que les impide adquirir 

matrimonio. b) Es impura cuando solo uno de ellos conoce la condición de impedimento de 

adquirir matrimonio. El TC argumenta que, en el concubinato impropio o adulterino existe 

impedimentos para adquirir matrimonio, ya sea porque tienen otras parejas (vínculos 

matrimoniales) o simplemente no cumplen con algún otro requisito.  

3. NATURALEZA JURÍDICA DE LA UNIÓN DE HECHO 

En el marco del derecho civil, surgieron varias problemáticas sobre el trato a la figura de unión 

de hecho; así pues, Cornejo (2013) identifica que, cuando el Código Civil de 1852 y 1936 

estaban vigentes, se presenció una problemática sobre enriquecimiento indebido, sin ser 
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regulada, a raíz de la ausencia de impedimento sobre la unión extramatrimonial; asimismo, 

destaca que la unión de hecho se contraponía a la unión de derecho.   

En el código de 1936 se hacía referencia a la unión de hecho como el tipo de relación de una 

pareja sin un vínculo formal, diferente a la relación de un matrimonio. Asimismo, Valverde 

(1942), destaca que, en el código en mención se considera literalmente los efectos civiles que 

originaba las uniones de hecho; tanto como la concubina al tener derechos como madre, en caso 

lo fuere, así como los gastos que tenga durante un embarazo. 

Fernández y Bustamante (2000) señalan que, en el ámbito constitucional, la Constitución 

Política del Perú de 1979 fue la primera en reconocer la unión de hecho, respondiendo a una 

realidad social que requería tal inclusión; el objetivo era asegurar el derecho a la dignidad y la 

libertad de elección para quienes decidieran vivir en convivencia. En cambio, la Constitución 

de 1993 introduce un cambio significativo, ya que establece que, para la unión entre un hombre 

y una mujer, ambos deben tener la capacidad de contraer matrimonio, con el propósito de 

constituir una sociedad de gananciales.  

4. REQUISITOS PARA LA CONFIGURACIÓN DE UNIÓN DE HECHO  

4.1. Unión heterosexual 

Nolasco (2023) refiere que en Perú solo se reconocen legalmente las uniones de hecho entre 

parejas heterosexuales, otorgándoles efectos jurídicos limitados, principalmente en cuestiones 

patrimoniales y derechos protegidos por la ley; asimismo, el Art. 326° del Código Civil, 

establece que la unión de hecho debe ser mantenida por un varón y una mujer, no estableciendo 

entre varón y varón o mujer y mujer.  

4.2. Voluntad expresa 

Wójcik (2002) refiere que la unión de hecho depende exclusivamente de la voluntad por ambas 

partes (convivientes), la cual debe permanecer, sin un vínculo matrimonial de por medio; 

asimismo, considera que esta voluntad no es sencilla de verificarlo, sin embargo, se ve reflejada 

con la convivencia, asumiendo compromisos a través de un contrato, el cual puede ser regulado 

a libre disposición por las partes e incluso la duración de la unión de hecho.  
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4.3. Unión libre de impedimento matrimonial 

Para Castro (2014), un impedimento es un óbice legal que evita tanto el matrimonio como la 

formalización de las uniones de hecho; siendo prohibiciones específicas y detalladas por la ley, 

que deben interpretarse de manera estricta. Sin embargo, resalta que para que se dé una unión 

de hecho, se debe estar libre de cualquier impedimento matrimonial; asimismo, dentro del 

derecho español se requiere de una declaración jurada de no estar inscrito en otra unión de 

hecho.  

4.4. Alcanzar finalidades y cumplir deberes semejantes a los del matrimonio 

Para Lucero (2012), el concubinato está reconocido por ley y tiene como objetivo cumplir con 

responsabilidades similares a las del matrimonio; aunque no es un matrimonio formal, las 

parejas en concubinato asumen deberes familiares similares a los que tienen los cónyuges, como 

las obligaciones alimentarias, la asistencia mutua, la fidelidad, etc. La ley y decisiones judiciales 

previas reconocen y protegen estos derechos y obligaciones en las relaciones de concubinato. 

4.5. Plazo establecido  

El TC establece que la estabilidad es un componente clave de la unión de hecho, tal como lo 

indica la Constitución; puesto que la estabilidad implica una convivencia prolongada, cuya 

duración mínima es de dos años, la cual está tipificada en el Art. 326° del Código Civil y debe 

ser constante y sin interrupciones de por medio. Asimismo, señala que esta permanencia 

prolongada garantiza las condiciones necesarias para el bienestar integral de la familia. 

4.6. Público (Notoriedad) 

Para Zuta (2018), la una unión de hecho válida, debe contener una relación de convivencia 

pública; debe ser una relación que se muestre abiertamente a las demás personas, como 

familiares, vecinos, entre otros; esto implicaría que la pareja debe vivir junta de manera que sea 

evidente para su entorno social, de tal manera que otras personas puedan notar y reconocer que 

están compartiendo una vida en común. En resumen, refiere que la convivencia debe ser pública 

y no algo que se mantenga oculto o en secreto. 
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5. FORMAS DE RECONOCER LA UNIÓN DE HECHO  

5.1. Reconocimiento Judicial  

Zuta (2018) refiere que existen dos situaciones en las que los convivientes en una unión de 

hecho deben recurrir al Poder Judicial para obtener el reconocimiento de su relación; por un 

lado, la primera situación es el reconocimiento tras el fallecimiento de uno de los convivientes, 

mediante ello, el sobreviviente puede solicitar al Poder Judicial el reconocimiento de la unión 

de hecho para poder participar en la sucesión intestada (herencia). Por otro lado, la segunda 

situación se da cuando uno de los convivientes se opone, sin embargo, si uno de los convivientes 

se niega a reconocer la unión de hecho, el otro puede presentar una demanda ante el Poder 

Judicial para que se determine oficialmente la existencia de la unión; en ambos supuestos, el 

objetivo es asegurar que los derechos del conviviente que solicita el reconocimiento sean 

reconocidos legalmente. 

5.2. Reconocimiento Notarial 

De acuerdo a la Ley N.° 29560 (2010), se faculta a los notarios poder tramitar el reconocimiento 

de la unión de hecho y sociedad de gananciales; asimismo, mediante este reconocimiento, se 

busca que sea célere, caso opuesto al reconocimiento judicial; sin embargo, tiene una misma 

finalidad, el de hacer público frente a la sociedad.  

Por otro lado, Sánchez (2020) refiere que el reconocimiento de unión de hecho notarial, debería 

llevarse a cabo con la solicitud de una de las partes, sin embargo, si muere uno de los 

convivientes, la unión de hecho debe ser de manera judicial. 

Por otro lado, la Notaria Rodríguez Velarde (s.f.) señala que, el reconocimiento de la unión de 

hecho puede tramitarse ante notaría cuando un varón y una mujer mayores de edad, sin 

impedimentos matrimoniales, declaran convivir de manera continua por al menos dos años, 

conforme al artículo 326 del Código Civil; el procedimiento se inicia con una solicitud suscrita 

por ambos solicitantes y un abogado, acompañada de documentos como certificados 

domiciliarios, certificados negativos de unión de hecho, declaración jurada de no tener 

impedimentos ni otra vida en común, testigos que confirmen la convivencia y otros medios 
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probatorios; verificados los requisitos, el notario ordena la publicación de un extracto de la 

solicitud en el diario El Peruano y otro de circulación local; si en un plazo de 15 días útiles no 

se presenta oposición, se emite la escritura pública de reconocimiento y se remiten los partes al 

Registro de Personas Naturales; en caso de oposición, el notario suspende el procedimiento y 

remite el expediente al Poder Judicial.  

6. DERECHOS RECONOCIDOS A LOS CONVIVIENTES EN UNA UNIÓN DE 

HECHO 

Vélez (2018) señala que, la legislación peruana establece que, al formalizarse la unión de hecho, 

se constituye una sociedad patrimonial regida por el régimen de sociedad de gananciales, 

siempre que dicha convivencia haya tenido una duración mínima e ininterrumpida de dos años; 

así mismo, de conformidad con el Código Civil Art. 326° se reconoce algunos derechos 

semejantes a las del matrimonio, posterior a una inscripción en registros públicos. 

6.1. Alimentos entre concubinos  

Zuta (2018) reconoce que en la legislación sobre uniones de hecho se deben cumplir con 

responsabilidades similares a las del matrimonio. En base a ello, realiza un análisis sobre los 

deberes y encuentra que uno de ellos es el de asistencia entre los convivientes. Sin embargo, 

indica que no está tipificado este derecho de brindar alimentos entre concubinos, pero existe una 

obligación natural de brindar alimentos. 

6.2. Derechos sucesorios 

Aguilar (2013) destaca que los derechos sucesorios son reconocidos en la unión de hecho; sin 

embargo, en la sucesión de bienes después de la muerte de uno de los miembros de una unión 

de hecho, heredan los bienes del conviviente, así como el inmueble donde vivía la pareja, 

perteneciente de su patrimonio social. 

Por otro lado, Zuta (2018) refiere que los derechos sucesorios del sobreviviente en una unión de 

hecho son parte de la herencia, la cual no puede ser dispuesta libremente por el testador. Sin 

embargo, si no se ha utilizado la cuota de libre disposición y el causante no tiene herederos, el 

sobreviviente podrá heredar la totalidad del patrimonio dejado por el fallecido. 
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6.3. Derecho a la salud  

Vega (2002) refiere que se debe dar mayor importancia a los derechos a las uniones de hecho, 

puesto que los concubinos tienen un lugar propio, que es innegable no reconocer los derechos 

de esta unión; en merito a ello, destaca que si hay leyes que garantizan la pensión y el seguro de 

salud al concubino.  

6.4. Derecho a la adopción  

Mediante la Ley N.° 30311, se establece los integrantes de una unión de hecho pueden adoptar, 

con el consentimiento de ambas partes. Asimismo, Zuta (2018) detalla que en la actualidad se 

garantiza que las uniones de hecho pueden adoptar y así poder incluir hijos a su familia, sin 

embargo, deben de cumplir con ciertos requisitos, como es el requisito de solvencia moral.  

7. DISOLUCIÓN DE UNIÓN DE HECHO 

Mediante el Art. 326° del Código Civil, se establece que la disolución de la unión de hecho se 

da a través de la muerte, ausencia, mutuo disenso o decisión unilateral. Así mismo, el 

procedimiento para la tramitación del cese de la unión de hecho se encuentra regulado por la 

Ley N.° 26662, la cual otorga a los notarios la facultad de tramitar determinados procedimientos 

que no implican controversias entre las partes, es decir, que son de naturaleza no contenciosa. 

Zuta (2018) recomienda que se debe contar con un documento legal que tenga fecha cierta para 

establecer claramente cuándo termina la unión de hecho, ya que esto va a permitir determinar a 

partir de ese momento que bienes adquiridos por los integrantes de la unión de hecho que se 

disolvió, y cuáles serán considerados bienes propios de cada uno. 

Para Simón (2021), la terminación de unión de hecho, puede ocurrir de dos formas; de manera 

voluntaria cuando ambas partes deciden disolver la unión de hecho, lo cual se dará mediante un 

proceso notarial; por otro lado, el proceso judicial se inicia cuando solo una de las partes solicita 

ante un juez la disolución de la unión de hecho, debido a la falta de acuerdo entre los 

convivientes, ya sea porque el otro no acepta el trámite notarial o porque existe desacuerdo 

respecto a la existencia de bienes, su distribución o la fecha de término de la convivencia. 
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Por otro lado, las diferentes notarias realizan este trámite siguiendo en general el mismo 

procedimiento, que comprende tres etapas: revisión de la solicitud, ingreso al Kardex, 

calificación de documentos y emisión de la escritura pública, y finalmente, la firma del acta por 

las partes para su inscripción en el Registro de Personas Naturales; la diferencia radica en los 

requisitos que solicitan las diferentes notarias: 

Por ejemplo, la Notaría Morote (s.f.) indica que, para el reconocimiento del cese de la unión de 

hecho, se requiere la presentación de una minuta o solicitud debidamente firmada por ambos 

convivientes y autorizada por un abogado, la cual puede incluir, si corresponde, la liquidación 

del patrimonio social; asimismo, deben adjuntarse la copia literal del reconocimiento de la unión 

de hecho inscrita en el Registro Personal, la copia de la escritura pública de dicho 

reconocimiento y los documentos de identidad de los intervinientes; en caso de que se liquide 

el patrimonio común, es necesario identificar y valorar los bienes, ya sean inmuebles o 

vehículos; para inmuebles, se debe presentar la copia de la partida registral si está inscrito, o la 

escritura pública u otro instrumento si no lo está, así como la Declaración Jurada del Impuesto 

Predial (PU), la Hoja Resumen (HR) o la constancia de no adeudo municipal; para vehículos, 

se requiere la boleta informativa y el comprobante de pago del impuesto vehicular, si 

corresponde, considerando los tres años posteriores a su inmatriculación.  

Por otro lado, la Notaria Terán Béjar (s.f.), requiere que los solicitantes presenten sus datos 

personales, constancia de sufragio y un reconocimiento expreso de haber puesto fin a la 

convivencia, indicando la fecha exacta; también se debe consignar la partida registral 

correspondiente y, si aplica, incluir la liquidación del patrimonio social; además, deben adjuntar 

la copia literal de la partida electrónica de la unión de hecho, y en caso de bienes o hijos, la 

documentación adicional necesaria.  

Por último, la Notaria Paino (s.f), indica que para iniciar el procedimiento para el 

reconocimiento del cese de unión de hecho se debe presentar una minuta, la cual debe contener 

los datos de los solicitantes, reconocer expresamente que se ha puesto fin al estado de 

convivencia con la fecha exacta y de ser el caso, la liquidación del patrimonio social; asimismo, 

se debe adjuntar la copia de la Partida Electrónica del reconocimiento de la unión de hecho, 

copias de DNI y en caso hayan bienes, se solicitaran los documentos adicionales pertinentes. 
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7.1 Disolución unilateral de unión de hecho 

El Tribunal Registral mediante Resolución N.° 720-2022-SUNARP-TR, establece que la 

disolución de unión de hecho se puede dar por decisión unilateral. En ese sentido, para Vilca y 

Colca (2024), la disolución unilateral de una unión de hecho es un procedimiento legal por el 

que una de las partes en una relación de convivencia no matrimonial decide finalizar la unión 

sin requerir el consentimiento del otro conviviente; el cual, debe seguir un proceso legal 

específico; en primer lugar, la parte interesada debe acreditar que la relación ha dejado de 

cumplir con los requisitos legales para ser considerada una unión de hecho; luego, es necesario 

presentar la solicitud ante un juez competente, quien evaluará las pruebas presentadas y tomará 

una decisión sobre la disolución formal. 

Por otro lado, Cáceres y Lazo (2021) indican que la norma establece que el conviviente que ha 

sido abandonado tiene el derecho de solicitar una compensación económica, ya sea en forma de 

indemnización o pensión de alimentos; destacando que esta pensión o indemnización puede ser 

fijada a favor del conviviente afectado por la disolución de la unión, pero no debe interpretarse 

en ningún caso como una pensión destinada a los hijos fruto de esa relación. Así mismo, Coca 

(2021), refiere que, el cese de la unión de hecho también requiere ser inscrita formalmente y 

puede gestionarse ante un notario mediante una escritura pública, en la cual las partes tienen la 

posibilidad de realizar la liquidación del régimen de sociedad de gananciales si corresponde; en 

este tipo de trámite no es obligatorio efectuar publicaciones y una vez concluido, el cese de la 

convivencia debe inscribirse en el Registro de Personas Naturales de la SUNARP. 

De igual manera, Peña (s.f.) señala que, la ley sustantiva del Código Civil, establece en su artículo 

326 como ocurre el fin de la unión de hecho y se podrá apreciar entre otras causas, que ésta puede 

responder a una decisión unilateral y señala que en base al numeral 5.3.2 de la Directiva N.º 002-2011-

SUNARP/SA, la inscripción del cese de la unión de hecho, se realiza en mérito de los siguientes 

documentos, según corresponda: parte notarial de la escritura pública del reconocimiento de cese de la 

unión de hecho y de ser el caso, de la liquidación del patrimonio social; copia certificada de la partida 

de defunción o parte judicial que contenga la declaración de muerte presunta; o parte judicial que 

contenga la declaración de ausencia. 
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8. EL MATRIMONIO  

Gordon (2007) señala que, a través del matrimonio, el hombre y la mujer unen sus vidas con el 

propósito de construir un proyecto de vida en conjunto; esta unión origina una sociedad 

conyugal que establece derechos y obligaciones mutuos entre los cónyuges, así como 

responsabilidades compartidas hacia los hijos que puedan nacer de dicha relación. Por otro lado, 

Aguilar (2006) señala que no podemos limitarnos únicamente a las relaciones personales y 

descuidar el aspecto económico, el cual es fundamental para asegurar la estabilidad y 

continuidad de la familia; en el matrimonio, también existen interacciones de índole patrimonial, 

ya que cada cónyuge puede conservar los bienes y recursos que poseía antes de casarse; además, 

la sociedad conyugal, una vez constituida, tiene la capacidad de adquirir bienes y asumir 

compromisos financieros que no solo afectan a los esposos, sino también a terceros que 

establecen relaciones jurídicas con dicha sociedad. 

Estrada (2000) señala que existen diversas definiciones de matrimonio, muchas de las cuales no 

reflejan la naturaleza actual de esta institución; la idea de la indisolubilidad fue introducida por 

el cristianismo; por tanto, el matrimonio constituye una unión entre dos cónyuges, generando 

derechos y deberes mutuos, aunque su finalidad principal es la formación de una familia. 

Asimismo, observa diferencias conceptuales entre las Constituciones de 1979 y 1993 respecto 

al matrimonio; mientras la Constitución de 1979 establece su "protección", la de 1993 señala su 

"promoción", lo que implica que el Estado debe fomentarlo y alentar a las parejas a casarse. 

8.1. Regímenes patrimoniales del matrimonio 

Según Sar (2019), la ley ya contempla de manera expresa la opción de que las partes elijan el 

régimen patrimonial que regirá su matrimonio; en cuanto a los efectos económicos de la unión, 

los cónyuges pueden optar por el régimen de gananciales o el de separación de patrimonios; no 

obstante, si no se establece una elección previa, se aplicará por defecto el régimen de sociedad 

de gananciales. 



 

17 

 

8.1.1. Régimen de sociedad de gananciales 

Para Aguilar (2006), en el régimen de sociedad conyugal, se establece un único patrimonio 

común, eliminando la existencia de patrimonios individuales para cada cónyuge; los bienes y 

deudas que cada uno poseía antes del matrimonio, siendo independientes hasta ese momento, se 

unifican en un solo patrimonio al contraer matrimonio, sin importar la causa ni el momento en 

que fueron adquiridos o asumidos. 

Urbina y Zambrano (2022) indica que en el régimen de sociedad de gananciales, pueden existir 

tanto bienes propios como bienes sociales; los bienes propios, regulados en el artículo 302 del 

Código Civil, incluyen aquellos que cada cónyuge aporta al inicio del régimen, los adquiridos 

durante su vigencia de forma onerosa o gratuita, las indemnizaciones por accidentes, los seguros 

de vida, entre otros; por otro lado, los bienes sociales, definidos en el artículo 310 del Código 

Civil, comprenden todos aquellos que no están incluidos en el artículo 302, como los obtenidos 

por cualquiera de los cónyuges a través de su trabajo, industria o profesión, así como los frutos 

y productos generados por los bienes propios y de la sociedad, además de las rentas derivadas 

de derechos de autor e inventor; asimismo, el artículo 303 establece que cada cónyuge es 

responsable de la administración de sus bienes propios, mientras que, según el artículo 313, la 

gestión de los bienes sociales corresponde a ambos cónyuges en conjunto. 

8.1.2. Régimen de separación de patrimonios: 

En lo que se refiere al aspecto económico, el matrimonio no tiene mayores implicancias, pues 

las relaciones patrimoniales de que son sujetos el marido y la mujer subsisten como se hallaban 

antes del matrimonio, o se producen después como si este no se hubiera efectuado (Aguilar 

Llanos B. , Régimen Patrimonial del Matrimonio, 2006). 

Según Aguilar (2017), este régimen en que cada cónyuge hace suyo tanto los bienes adquiridos 

por cualquier título y que se lleva al matrimonio, como los que adquiera durante su vigencia, así 

como los frutos, rentas, productos que generan esos bienes, y en ese mismo sentido asumo sus 

propias deudas, y no tienen derecho cuando fenece el régimen matrimonial, a ninguna 

participación en los bienes del otro cónyuge, sin perjuicio de las nomas de sucesión, cuando la 

sociedad ha terminado por muerte de uno de los cónyuges.  



 

18 

 

8.2. Deberes que nacen con el matrimonio 

A partir de la unión matrimonial surgen derechos tanto patrimoniales como personales. En este 

último grupo tenemos al deber de fidelidad, deber de asistencia y deber de cohabitación cuyo 

contenido es de orden público ya que constituyen la base de la familia (Aguilar Llanos B. , 

2006). 

Así mismo, Muñoz (2021)  señala que las obligaciones derivadas del matrimonio están 

reguladas en el Código Civil Peruano, específicamente desde el artículo 235 hasta el 294. Entre 

estos deberes se incluyen la fidelidad, la asistencia mutua, la cohabitación, la igualdad entre los 

cónyuges, la representación de la sociedad conyugal y la responsabilidad de garantizar el 

sustento, la protección, la educación y la formación de los hijos menores. En esta línea de ideas, 

Varsi (2021) señala que hacer vida en común (obligación de cohabitación) implica la 

coexistencia entre los esposos, la comida y el sueño compartidos, la separación con los hijos y 

la distribución equitativa de las responsabilidades vinculadas al hogar. Todo esto surge del amor 

y la afección que experimenta la pareja. Usualmente, cuando la pareja pierde el amor y la 

afección, la vida en común se torna insostenible, lo que provocará la separación o el divorcio de 

los esposos. 

En la Constitución peruana se establece constitucionalmente la igualdad jurídica entre hombres 

y mujeres en el Art. 2º, Inciso 2. En Italia y Brasil también se reconoce constitucionalmente, 

aunque en ambos casos se hace referencia explícita a la "igualdad entre los esposos". No 

obstante, el Art. 234º del Código Civil de Perú contempla de manera específica la igualdad entre 

los cónyuges, que, en realidad, surge de manera implícita del Art. 2º, inciso 2 citado. 

A diferencia de cuando se trate de acciones de carácter común (acciones de preservación y 

gestión del patrimonio en común), la representación de la sociedad matrimonial será 

intercambiable, es decir, podrá ser ejercida por cualquiera de los esposos. 

El trabajo es un deber y un derecho para todos, tanto para hombres como para mujeres, no solo 

porque establece la igualdad de gobierno en el hogar y la igualdad jurídica entre hombres y 

mujeres, sino también porque mediante el trabajo, los individuos alcanzan un objetivo de 

autorrealización personal; en ese contexto, los esposos deben determinar quién permanece en 
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casa y quién sale en busca de ingresos para el hogar, y en caso de discrepancia, acudir donde un 

juez decida (Bianca, 1985). 

8.3. Terminación del matrimonio mediante el divorcio 

La terminación del matrimonio se traduce en la disolución del vínculo matrimonial mediante el 

divorcio conforme al Art. 348° del Código Civil peruano, cabe precisar que las causales para 

demandar la misma se encuentran establecidas en el Art. 333° del referido código. El divorcio 

es una figura que al transcurrir los años se ha visto más presente en nuestra sociedad moderna y 

algunos doctrinarios sostienen que podría contravenir el Art. 4° de la Constitución Política del 

Perú que refiere que uno de los fines del Estado es proteger a la familia y promover el 

matrimonio. 

Según Castro (2019),  el divorcio comprende la ruptura del vínculo conyugal, sin retroceso, 

puesto que finaliza completamente la vida de casados, cada una de las partes tiene su libertad y 

es nuevamente dueña de su destino de forma individual, es decir, es definitivo. No debe 

confundirse con la separación de cuerpos, ya que esta figura no es definitiva, solo debilita la 

relación de los cónyuges, la pareja puede cambiar de opinión y no llegar a completar la 

terminación; por el contrario, en el divorcio no existe el retroceso.  

9. DERECHOS Y OBLIGACIONES DEL MATRIMONIO Y LA UNIÓN DE HECHO 

Calva et al. (2021) señala que, tanto el matrimonio como la unión de hecho constituyen formas 

de convivencia reconocidas jurídicamente, establecidas con un objetivo común dentro de la 

sociedad. Del matrimonio nace una sociedad conyugal respaldada por la Constitución y tratados 

internacionales, mientras que de la unión de hecho se genera una sociedad de bienes bajo 

principios legales similares; ambas formas de convivencia crean deberes y derechos recíprocos 

entre los miembros de la pareja, fomentando aspectos como la procreación, la filiación, la 

adopción, el derecho a los alimentos, el apoyo mutuo y la atención integral de los hijos. A su 

vez, Romero (2019) señala que, la unión de hecho como forma de organización familiar, recibe 

el mismo nivel de protección constitucional que la familia formada a través del matrimonio. 
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En este sentido, Del Águila (2020) señala que, la Constitución manifiesta una clara intención de 

garantizar la igualdad de trato entre todos los hijos, sin importar si fueron concebidos dentro o 

fuera del matrimonio, reconociendo que debe primar, en todo momento, el interés superior del 

niño en cualquier situación que lo involucre. 

9.1. Filiación 

Fernández (2020) señala que, constitucionalmente se reconoce la igualdad en derechos y deberes 

de los hijos matrimoniales y extramatrimoniales. Por otro lado, Zuta (2018) señala que, una de 

las principales diferencias entre la filiación dentro del matrimonio y la que surge de una unión 

de hecho radica en la aplicación de la presunción legal conocida como pater is est; esta establece 

que los hijos nacidos durante el matrimonio se presumen como hijos de ambos cónyuges; sin 

embargo, en el caso de las uniones de hecho, incluso si están formalmente registradas, dicha 

presunción no se aplica automáticamente, por lo que es necesario que ambos padres reconozcan 

voluntariamente al hijo, ya sea mediante el acta de nacimiento, escritura pública, testamento o 

por vía judicial. 

9.2. Derecho a la alimentación 

El significado del derecho a la alimentación no se encuentra muy bien determinado, ya que para 

algunos autores puede significar de forma específica que se refiere a todos los alimentos 

comestibles que sirven de subsistencia y desarrollo de las personas; por el contrario, para 

algunos otros autores el concepto es más amplio, puesto que los derechos alimentarios 

comprenden todo lo necesario para que la persona logre su sustento, entre ellos la morada, 

vestimenta, asistencia médica, educación, etc. Así mismo, Baldino y Romero (2020) señalan 

que, nuestro régimen jurídico establece tres causales para otorgar una pensión alimenticia en la 

relación paterno-filial: cuando los hijos son menores de edad; cuando, siendo mayores, están 

incapacitados para mantenerse por sí mismos; y cuando, siendo mayores de edad, continúan con 

éxito estudios de educación superior. 

Al respecto, nuestro ordenamiento jurídico lo ha establecido claramente en el Art. 472° del 

Código Civil que sostiene que se debe entender por alimentos a todo lo que es indispensable 
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para el sustento de la persona, como la habitación, educación, vestido, asistencia médica y 

psicológica, recreación, instrucción y capacitación para el trabajo. 

Según Rosell (2020), la alimentación es un derecho completo con el fin objetivo de cuidar el 

bien jurídico más preciado del hombre, la vida; por lo tanto, los alimentos son todos aquellos 

aspectos inexcusables para la subsistencia de la persona. 

9.3. Obligaciones de los padres 

Los padres tienen la obligación de prestar alimentos a sus hijos y todo lo que este derecho 

implique conforme al Art. 472º del Código Civil peruano cuando son menores de edad; no 

obstante, ello no significa que los hijos mayores de edad no puedan percibir alimentos de sus 

padres, ya que en concordancia con el Art. 473º del referido código podrán percibirlos bajo 

algunas circunstancias específicas, es decir, cuando el hijo no se encuentre en capacidad de 

atender su propia subsistencia por razones comprobadas de incapacidad mental o física. 

Asimismo, de forma complementaria el Art. 1º de la Ley N.º 27646 (2002) estipula que también 

existe obligación alimentaria de los padres hacia sus hijos mayores de edad cuando estos sean 

solteros, tengan entre dieciocho y veintiocho años de edad y cursen con éxito estudios de 

profesión u oficio. La legislación peruana respecto a los alimentos establece una excepción para 

continuar con los alimentos cuando el hijo matrimonial o extramatrimonial sea mayor de edad, 

aunque según el marco normativo adquiere la capacidad de ejercicio y consecuentemente se 

presume la conclusión del estado de necesidad, al respecto existen algunos casos en los cuales 

los alimentos siguen siendo de exigencia obligatoria para los padres (Jove, 2024). 

9.4. Derechos alimentarios de los hijos matrimoniales 

Según Santome (2024), los hijos matrimoniales en términos generales deben ser concebidos o 

nacidos dentro del matrimonio entre su padre y su madre o en su defecto el nacimiento debe 

producirse dentro de los trecientos días posterior a la disolución del mismo, este último conocido 

también como presunción “pater is est”. Sin perjuicio de lo antes mencionado, adquiere 

directamente los derechos alimentarios conferidos como derecho fundamental mediante la parte 

dogmática de la Constitución Política del Perú. Al respecto, es obligación de los padres brindar 

alimentos a sus hijos, legalmente hasta que cumplan la mayoría de edad o incluso cuando estos 
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sean mayores de edad bajo algunos requisitos o en algunas condiciones; contribuyendo con su 

bienestar y desarrollo, asegurando su educación, salud, vivienda, recreación, entre otros; como 

parte de la atención integral tanto del niño como del adolescente. 

El título de hijo matrimonial exige el matrimonio entre la madre y el padre, además se 

consideran hijos matrimoniales a los nacidos del matrimonio putativo, puesto que, aunque el 

matrimonio sea inválido este produce efectos civiles respecto de los hijos si se contrajo de buena 

fe (Ugarte, 2013).  

9.5. Derechos alimentarios de los hijos extramatrimoniales 

Los derechos alimentarios de los hijos extramatrimoniales refieren a los derechos que adquieren 

los hijos que han sido concebidos y nacidos fuera de la institución del matrimonio entre sus 

padres, pero que han sido reconocidos voluntariamente o por vía judicial mediante la sentencia 

declaratoria de paternidad o maternidad. Sin embargo, al amparo de la Constitución Política del 

Perú y el Código Civil queda claro que todos los hijos tienen los mismos derechos y deberes. 

Según Cabezas y Trucios (2022), los hijos extramatrimoniales son considerados hijos ilegítimos, 

reconocidos por sus padres biológicos, el Código Civil aún mantiene las clasificaciones 

relacionadas con la situación de los hijos, considerándolos legítimos e ilegítimos, sin embargo, 

poseen los mismos derechos y obligaciones, entre ellos los alimentarios que también es un 

derecho fundamental y refiere al interés superior del niño y el adolescente.  

9.6. Divorcio o disolución del vínculo matrimonial frente a los hijos 

Así mismo, la Corte Constitucional de Colombia (2017) ha señalado que la protección jurídica 

y social de la familia no se restringe únicamente a su estructura tradicional o nuclear; dada la 

transformación de los vínculos familiares en la actualidad, resulta necesario reconocer las 

nuevas configuraciones familiares y los retos que estas implican para la sociedad, el Estado y 

los propios padres; uno de esos desafíos consiste en asegurar que, aun cuando se haya producido 

una ruptura afectiva entre los progenitores, se garantice que el menor pueda mantener una 

relación equilibrada y continua con ambos, en condiciones de igualdad. En este sentido, la Sala 

Civil Transitoria de la Corte Suprema (2017) ha señalado que, los hijos no deben ser afectados 
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ni ver comprometidos sus derechos fundamentales como consecuencia de los conflictos o 

disputas que surjan entre sus padres dentro del vínculo conyugal. 

Ramírez (2021) señala que, las consecuencias de una ruptura conyugal no afectan únicamente a 

los esposos, sino que constituyen un conflicto de carácter familiar que repercute en todo el 

núcleo familiar; por esta razón, el legislador establece como una obligación que, en los procesos 

de divorcio donde existan hijos menores de edad, se incluyan también otras pretensiones 

relacionadas que busquen proteger sus derechos; estas pretensiones pueden abarcar aspectos 

como la tenencia, el otorgamiento de alimentos, el régimen de visitas, así como la posible 

suspensión o pérdida de la patria potestad. En este sentido, el Código Civil, en su artículo N.° 

480 señala que en los casos en que existan hijos menores de edad, tanto el demandante como el 

demandado, tienen la obligación de presentar una propuesta respecto a los aspectos esenciales 

relacionados con los menores, como la tenencia, el régimen de visitas y la pensión de alimentos; 

dicha propuesta será objeto de evaluación por parte del juez dentro del mismo proceso de 

divorcio, con el fin de salvaguardar el bienestar de los menores involucrados. 

Este aspecto se evidencia en la jurisprudencia que aborda los procesos de divorcio, en este 

sentido, en la casación emitida por la Sala Civil Permanente (2022) se evidencia que, durante el 

proceso de divorcio por causal de separación de hecho, sí se realiza un pronunciamiento expreso 

sobre la situación de los hijos menores del matrimonio. En efecto, desde la demanda se plantean 

pretensiones accesorias relacionadas con la patria potestad, tenencia, régimen de visitas y 

pensión de alimentos, las cuales fueron reconocidas y detalladas con base en un acta de 

conciliación previa. Así mismo, se deja constancia de que la tenencia de los hijos quedó a cargo 

de la madre, que se estableció un régimen de visitas abierto adaptado a las circunstancias del 

padre, y que este venía cumpliendo con una pensión alimenticia acordada. Además, en la 

sentencia de primera instancia se señala que no corresponde pronunciamiento adicional sobre 

dichos temas al haber alcanzado los hijos la mayoría de edad, lo que evidencia que sí fueron 

considerados en su momento dentro del proceso. Esto marca una diferencia importante con el 

tratamiento que suele darse en los procesos de cese de unión de hecho, donde estos temas 

frecuentemente deben tramitarse en procesos paralelos o independientes y en muchos casos, se 

realiza tiempo después de haberse tramitado el cese de la unión de hecho. 
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Por otro lado, Zuta (2018), señala que, cuando se produce la disolución de una unión de hecho, 

el juez puede otorgar al conviviente que ha sido abandonado, según su elección, una 

compensación económica o una pensión alimentaria; en consecuencia, en ciertos casos, aunque 

la relación de convivencia haya finalizado, el derecho del ex conviviente a recibir una pensión 

de alimentos puede mantenerse vigente, incluso si la persona obligada a proporcionarla ha 

contraído matrimonio posteriormente. Sin embargo, no se hace referencia a los aspectos 

relevantes que deban tomarse en cuenta en caso existas hijos extramatrimoniales producto de la 

unión de hecho, como se hace en los procesos de divorcio respecto a los hijos matrimoniales. 

A diferencia del sistema jurídico peruano, en Ecuador no se establece una diferencia entre los 

hijos nacidos dentro del matrimonio y aquellos nacidos fuera de él en lo que respecta a su 

protección durante los procesos de divorcio o disolución del vínculo conyugal. Esta postura se 

refleja en la Ley Notarial ecuatoriana (1966), específicamente en el artículo 18, inciso 22, donde 

se dispone que los notarios tienen competencia exclusiva para tramitar divorcios por mutuo 

acuerdo y disolución de uniones de hecho, siempre que no existan hijos menores de edad o que 

dependan de la pareja o cuando esta situación este previamente resuelta a través de un acta 

conciliatoria o resolución judicial; de lo contrario el proceso de divorcio o terminación de la 

unión de hecho será resuelta por los jueces.   
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METODOLOGÍA 

1. ÁREA DEL CONOCIMIENTO 

 Campo  :  Ciencias Sociales 

 Área  :  Derecho 

 Línea  :  Derecho de Familia 

2. ANÁLISIS DE VARIABLE 

2.1. Variable independiente 

Disolución unilateral de unión de hecho. 

 Reconocimiento de la Unión de hecho en la Constitución Política del Perú 

 Formas de constitución de una familia: 

 Unión de hecho 

 Matrimonio 

 Formas de disolución de una familia: 

 Divorcio 

 Disolución de unión de hecho Variable dependiente 

2.2. Variable dependiente 

Hijos extramatrimoniales 

 Convención de los derechos del Niño, niña y adolescente 

 Principio del Interés Superior del niño 

 Principio de igualdad ante la ley. 

o Hijos matrimoniales 

o Hijos extramatrimoniales 

o Derechos y deberes para con los hijos  



 

27 

 

3. OPERACIONABILIDAD DE VARIABLES 

 

  

TIPO VARIABLE INDICADORES SUB 

INDICADORES 

TÉCNICAS INSTRUMENT

OS 

a) Independiente Disolución 

unilateral de 

unión de 

hecho. 

Reconocimiento 

de la Unión de 

hecho en la 

Constitución 

Política del Perú 

 Formas de 

constitución de 

una familia: 

 Unión de hecho 

 Matrimonio 

 Formas de 

disolución de 

una familia: 

 Divorcio 

Disolución de unión 

de hecho 

Observación 

documental 

Fichas 

Bibliográficas y 

documentales 

b) Dependiente Hijos 

extramatrimo

niales 

 Convención de 

los derechos 

del Niño, niña 

y adolescente 

 Principio del 

Interés 

Superior del 

niño 

 Principio de 

igualdad ante 

la ley. 

 

 Hijos 

matrimoniales 

 Hijos 

extramatrimonia

les 

 Derechos y 

deberes para con 

los hijos  

Observación 

documental 

Observación 

documental 

Observación 

documental 

Fichas 

Bibliográficas y 

documentales 
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4. TIPO Y NIVEL DE INVESTIGACIÓN 

La investigación será: 

a) Por su finalidad    :  Aplicada 

b) Por el tiempo que comprende  : Longitudinal  

c) Por el nivel de profundización  :  Descriptivo-explicativo  

d) Por el ámbito    :  Documental 

5. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS 

5.1. Técnicas 

a) Variable Independiente  : Observación documental 

b) Variable Dependiente   : Observación documental 

5.2. Instrumentos 

Para Olaya y otros (2023), la ficha de recopilación de información se presenta como un recurso 

fundamental, ya que facilita la organización y sistematización de los datos, permite el registro 

de fuentes, garantiza el control de calidad, optimiza el análisis y contribuye a la transparencia y 

reproducibilidad de la investigación. En ese sentido, los instrumentos que se emplearán según 

la técnica seleccionada serán las fichas bibliográficas y documentales, en las cuales se recopilará 

el análisis de documentos relacionados con la problemática en estudio; estos documentos 

incluirán libros, sentencias y resoluciones abarcando la jurisprudencia del Segundo Juzgado de 

Familia del Módulo Básico de Justicia de Paucarpata, así como escrituras públicas emitidas en 

el año 2024 sobre la disolución de uniones de hecho celebradas ante la notaría Bolívar Callata.  
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6. CAMPO DE VERIFICACIÓN 

Ubicación espacial:  

Jurisprudencia del segundo Juzgado de Familia del Módulo Básico de Justicia de 

Paucarpata, Arequipa, 

Ubicación temporal:  

2024 

Unidades de estudio (Universo/Muestra, Muestreo/Grupos):  

Universo: serán las diversas sentencias, doctrina, jurisprudencia y escrituras públicas 

notariales sobre disolución unilateral de uniones de hecho y divorcios de la Jurisdicción 

de Arequipa. 

Muestra: 

Muestra 1: Alrededor de 30 sentencias sobre divorcio se emiten por año en el Juzgado 

de Familia de Paucarpata, por ello la muestra será aleatoria, analizaremos 10 sentencias 

sobre divorcio emitidas en el año 2024 por el 2do Juzgado de Familia del Módulo Básico 

de Justicia de Paucarpata, Arequipa. 

Muestra 2: Alrededor de 10 instrumentos notariales sobre disolución de unión de hecho 

se celebran por año en la notaría Bolívar, por ello nuestra muestra será aleatoria, 

analizaremos 5 escrituras públicas emitidas en el año 2024 sobre disolución de unión de 

hecho celebradas ante la notaría Bolívar Callata, de la jurisdicción del Cercado de 

Arequipa. 

7. ESTRATEGIA DE RECOLECCIÓN DE DATOS 

Las técnicas de recolección de datos se refieren a los métodos utilizados para recoger y 

analizar diferentes formas de datos. Las técnicas habituales de recogida de datos incluyen 

el examen de documentos relacionados con un tema, así como la realización de entrevistas 
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y observaciones. En nuestra tesis, al ser netamente dogmática, y abarcar la jurisprudencia 

del 2do Juzgado de Familia del Módulo Básico de Justicia de Paucarpata y escrituras 

públicas emitidas en el año 2024 sobre disolución de unión de hecho celebradas ante la 

notaría Bolívar Callata ambos de la jurisdicción de Arequipa, solo examinaremos 

documentos relacionados a la problemática, es decir, libros, jurisprudencia, resoluciones, 

sentencias, y todo documento impreso.  
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1. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

En el presente capítulo se exponen los hallazgos obtenidos a lo largo del desarrollo de la 

investigación; se detallan los resultados derivados del análisis de las diferentes sentencias y 

escrituras públicas obtenidas. Asimismo, se analizan los objetivos específicos del estudio a la 

luz de los datos recogidos, se presentan las principales conclusiones alcanzadas y se formulan 

recomendaciones orientadas a contribuir con el abordaje adecuado del problema investigado. 

En base a los resultados de la investigación, es fundamental detallar las sentencias de divorcio 

del Segundo Juzgado de Familia del Módulo Básico de Justicia de Paucarpata y las escrituras 

públicas sobre el cese de la unión de hecho de la Notaría Bolívar, sobre las cuales se ha llevado 

a cabo la investigación. 

Tabla 1 
Sentencias de Divorcio del Segundo Juzgado de Familia del Módulo Básico de Justicia de 

Paucarpata 

Sentencias de Divorcio del Segundo Juzgado de Familia del Módulo Básico de Justicia 

de Paucarpata 

N.° Sentencia Expediente Juez Demandante Demandado Fecha 

1 

N.º 003-

2024-2JF-

MBJP 

16822-

2021-0-

0412-JR-

FC-02 

Javier 

Edmundo 

Calderón 

Beltrán 

Marcelina 

Cueva 

Chavarría 

Leoncio Bacilio 

Villagómez 

Quispe 

11/01/24 

2 

N.º 014-

2024-2JF-

MBJP 

17185-

2019-0-

0412-JR-

FC-02 

Javier 

Edmundo 

Calderón 

Beltrán 

Fiorella 

Arminda 

Chicata 

Caballero 

Elías Josué 

Vásquez Cama 
15/03/24 

3 

N.º 066-

2024-2JF-

MBJP 

10200-

2023-0-

0412-JR-

FC-02 

Javier 

Edmundo 

Calderón 

Beltrán 

Carmen 

Deidamia 

Justo Carnero 

Luis Enrique 

Morales Hurtado 
19/08/24 
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4 

N.º 077-

2024-2JF-

MBJP 

06806-

2023-0-

0412-JR-

FC-02 

Javier 

Edmundo 

Calderón 

Beltrán 

Quispe 

Mamani Luis 

Alberto 

Soto Cosi María 

Joaquina 
04/09/24 

5 

N.º 001-

2024-2JF-

MBJP 

01216-

2022-0-

0412-JR-

FC-02 

Javier 

Edmundo 

Calderón 

Beltrán 

Vicente 

Anastacio 

Apaza Tito 

Ana María 

Montes Feria De 

Apaza 

04/01/24 

6 

N.º 002-

2024-2JF-

MBJP 

13527-

2022-0-

0412-JR-

FC-02 

Javier 

Edmundo 

Calderón 

Beltrán 

Rolando Subia 

Almirón 

Rosa María 

Telles Vilca 
09/01/24 

7 

N.º 016-

2024-2JF-

MBJP 

00886-

2023-0-

0412-JR-

FC-02 

 

Javier 

Edmundo 

Calderón 

Beltrán 

Juana Gladys 

Salas Zegarra 

Julio Máximo 

Linares Salas 
22/03/24 

8 

N.º 064-

2024-2JF-

MBJP 

18046-

2023-0-

0412-JR-

FC-02 

Javier 

Edmundo 

Calderón 

Beltrán 

Esmilsinia 

Giovanna 

Silva Heredia 

Herbert Alonso 

Ramírez 

Mogrovejo 

09/08/24 

9 

N.º 047-

2024-2JF-

MBJP 

24153-

2019-0-

0412-JR-

FC-02 

Javier 

Edmundo 

Calderón 

Beltrán 

Eleana 

Huillcacuri 

Huancara 

Henry David 

Choquemamani 

García 

25/06/24 

10 

N.º 073-

2024-2JF-

MBJP 

17406-

2022-0-

0412-JR-

FC-02 

Javier 

Edmundo 

Calderón 

Beltrán 

María Elena 

Cachi Acero 

Marcos Félix 

Bustinza Sánchez 
23/08/24 

Nota: Elaborado por el autor 
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Tabla 2 

Escrituras Públicas de la Notaría Bolívar sobre Cese de la Unión de Hecho 

Escritura Pública de la Notaría Bolívar sobre Cese de la Unión de Hecho 

N.° Serie B-N.° Folio N.° de Escritura Kardex Fecha 

1 5251082 03132 2182-2024/NC 17781 (JMCM) 21/08/24 

2 5182387 02337 1616-2024/NC 13045 20/06/24 

3 4975848 04098 2890-2023/NC 24543 07/12/23 

4 5453266 00516 417-2025/NC 4100 (KMRP) 12/02/25 

5 5182034 02284 1579-2024/NC 12800 17/06/24 

Nota: Elaborado por el autor 
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1.1 Análisis y discusión del primer objetivo específico 

Respecto al primer objetivo específico, “Desarrollar qué derechos se adquieren con la 

formalización de una unión de hecho entre convivientes”.  

Para poder alcanzar el objetivo propuesto, se ha realizado un análisis doctrinario y normativo 

con el fin de desarrollar los derechos que adquieren los convivientes con la formalización de su 

unión de hecho; esta revisión aborda las principales disposiciones legales y enfoques 

académicos relevantes, así como la examinación de cómo se regulan estos derechos dentro del 

ordenamiento jurídico vigente.  

Varsi (2011) señala que, las uniones de hecho se han convertido en una alternativa para 

constituirse como una forma estable de vida en pareja, elegida por muchas personas sin recurrir 

al matrimonio, pero aceptando las consecuencias legales que ello implica; sin embargo, el marco 

normativo aún la diferencia del matrimonio y le asigna un estatus inferior, lo que debilita su 

reconocimiento y la protección jurídica de los derechos de quienes optan por esta vía. Así 

mismo, la Oficina de Comunicaciones e Imagen Institucional (2023) ha señalado que, la unión 

de hecho es la convivencia libre y estable entre un hombre y una mujer sin vínculo matrimonial 

ni impedimentos legales, mantenida por al menos dos años con fines y deberes semejantes al 

matrimonio; así mismo, resalta la importancia de la inscripción de esta unión con el fin 

garantizar y proteger los derechos que adquieren los convivientes por esta unión; para ello, se 

debe acudir a un notario público y realizar la tramitación correspondiente. 

Según la Ley N.° 29560 (2010), los notarios están facultados para tramitar el reconocimiento de 

la unión de hecho y del régimen de sociedad de gananciales, con el objetivo de agilizar el 

procedimiento y hacerlo público. No obstante, Zuta (2018) refiere que existen dos casos 

específicos en los que es necesario acudir al Poder Judicial para realizar el reconocimiento de 

la unión de hecho, cuando uno de los convivientes ha fallecido y el otro busca participar en la 

sucesión intestada, y cuando uno de los convivientes se niega a reconocer la relación; en ambos 

supuestos, se busca garantizar el reconocimiento legal de los derechos del conviviente 

solicitante. 
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Figura 1 

Procedimiento para la formalización de una unión de hecho vía notarial 

 

Nota: elaborado por el autor, información extraída de la pagina de web del Estado peruano Gob.pe (2023) 

Figura 2 

Procedimiento para inscribir la unión de hecho en SUNARP 

Solicitud firmada por ambos 
convivientes que incluya la 
manifestación expresa de 
haber convivido de forma 
continua por al menos dos 

años.

Declaración jurada de ambos 
indicando que no tienen 

impedimentos matrimoniales 
ni conviven con otras 

personas.

Certificado domiciliario 
conjunto, que demuestre que 

ambos viven en el mismo 
domicilio.

Certificado negativo de unión 
de hecho, emitido por el 
registro correspondiente, 

para cada uno de los 
solicitantes.

Declaración de dos testigos 
que acrediten la convivencia 

continua de al menos dos 
años.

Documentos adicionales que 
prueben la convivencia 

ininterrumpida durante el 
periodo exigido.
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Nota: elaborado por el autor, información extraída de Diario Gestión (2021) 

Una vez formalizada la unión de hecho, y conforme a lo establecido en el artículo 326° del 

Código Civil, los convivientes que inscriben su relación en los Registros Públicos acceden a una 

serie de derechos y obligaciones que guardan similitud con los reconocidos en el matrimonio; 

esta inscripción no solo otorga seguridad jurídica a la convivencia, sino que también permite a 

la pareja ejercer derechos patrimoniales y personales, como el régimen de sociedad de 

gananciales, la posibilidad de adoptar conjuntamente y el acceso a beneficios en materia de 

seguridad social y sucesiones.  

Figura 3 

Derechos y deberes que nacen de la unión de hecho reconocida 

Presentación el parte notarial con la
declaración del reconocimiento de unión de
hecho realiazado por el notario.

Adjuntar los documentos de identidad de los 
convivientes

Realizar el pago de la tasa registral, equivalente 
a S/22.

El plazo de calificación del trámite es de 7 días 
hábiles, contados desde el día siguiente de su 

presentación.
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Nota: elaborado por el autor, información extraída de Zuta (2018) 
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Vélez (2018) señala que, después de haberse cumplido los requisitos establecidos por la ley, 

surgen entre los concubinos derechos y deberes propios de la convivencia en pareja y orientados 

a sus fines comunes. En relación con los hijos, Zuta (2018)  señala que, los padres tienen la 

responsabilidad de cuidar, alimentar y educar a sus hijos como parte de su rol bajo la patria 

potestad, sin importar si están casados, en una unión de hecho o si ya no tienen una relación 

entre ellos; ya que, lo importante es que estos deberes hacia los hijos se mantienen, 

independientemente del tipo de vínculo que haya existido entre los padres. Respecto a los 

derechos sucesorios, Vélez (2018)  indica que, las uniones de hecho que cumplan con los 

requisitos establecidos en el artículo 326° del CC  generan entre sus integrantes derechos y 

obligaciones hereditarios equiparables a los que se reconocen en el matrimonio, de modo que, 

en caso de fallecimiento de uno de los convivientes, el sobreviviente tiene derecho a que se le 

apliquen las normas sucesorias del Código Civil como si se tratara del cónyuge; asimismo, 

Aguilar (2013) resalta que, tras el fallecimiento de uno de los convivientes, el otro tiene derecho 

a heredar los bienes que formaban parte del patrimonio común, incluyendo la vivienda en la que 

residían juntos. Por otro lado, en relación al derecho a la salud y adopción, Zuta (2018) refiere 

que, la adopción, entendida como una institución legal que crea un vínculo paterno o materno 

filial entre personas sin relación biológica, fue ampliada por la Ley 30311, que permitió a los 

convivientes adoptar, siempre que su unión esté inscrita en el Registro Personal y cuenten con 

el consentimiento mutuo, eliminando así la exigencia previa de matrimonio y reconociendo el 

derecho de estas parejas a formar una familia con hijos adoptivos; en cuanto al derecho a la 

salud, la Ley 26790 y su reglamento reconocen al concubino como derechohabiente de 

ESSALUD; sin embargo, el nuevo TUPA (D.S. N.° 014-2016-TR) impone como requisito la 

Resolución Judicial o Escritura Pública que reconozca la unión de hecho, sustituyendo la 

anterior posibilidad de registrarse mediante una simple declaración jurada; esta exigencia ha 

generado barreras burocráticas que dificultan el acceso al derecho a la salud de muchos 

convivientes no formalizados, afectando así su derecho a la seguridad social, a pesar de que la 

Constitución reconoce estos derechos como fundamentales. 

Por otro lado, Romero (2019) señala que, aunque la unión de hecho y el matrimonio son distintas 

en su formalización jurídica, son reconocidas por el ordenamiento constitucional peruano como 

legítimas y merecedoras de tutela, es decir, ambas reciben el mismo nivel de protección 
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constitucional, en especial respecto a derechos fundamentales como la convivencia, la 

protección frente a injerencias externas y el bienestar de sus integrantes. En este sentido, las 

parejas que conviven en una unión de hecho tienen los mismos derechos y deberes que los 

matrimonios, especialmente en lo que respecta a la protección de la familia; por tanto, hacer 

distinciones jurídicas que otorguen más beneficios o menos responsabilidades a los cónyuges 

frente a los convivientes sería considerado un acto de discriminación, contrario al principio de 

igualdad y al derecho constitucional que garantiza la unidad y protección de toda forma de 

familia. 

Figura 4 

Derechos y deberes que nacen del matrimonio 
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Nota: elaborado por el autor, información extraída del Código Civil Peruano  

En este sentido, el TC, ha señalado en reiteradas oportunidades que con el paso del tiempo, los 

cambios en la sociedad (como nuevas formas de convivencia, valores culturales o roles de 

género) y en el marco legal (como leyes más inclusivas o el reconocimiento de derechos fuera 

del matrimonio) han permitido el reconocimiento de formas de familia distintas al modelo 

tradicional basado únicamente en el matrimonio, dentro de las cuales se encuentran las uniones 

de hecho, que, aunque no se formalicen mediante un matrimonio, también generan vínculos 

familiares legítimos que merecen protección legal y constitucional (Sentencia del Tribunal 

Constiucional, 2024). Así mismo, ha señalado que, el concepto de familia no se limita 

exclusivamente al matrimonio, sino que abarca otras formas de convivencia y vínculos afectivos 

o jurídicos reconocidos por el ordenamiento legal; por lo que, el Estado tiene la obligación de 

proteger todas las formas de familia, que existen diversas estructuras familiares que también 

cumplen funciones esenciales dentro de la sociedad; además, se reconoce que la familia puede 

persistir incluso tras la disolución del matrimonio, por ejemplo, a través del vínculo entre padres 

e hijos, lo que refuerza la idea de que el matrimonio no es el único fundamento para la existencia 

de una familia. (Sentencia del Tribunal Constitucional, 2007) 

Por otro lado, para Coca (2021), en el ordenamiento jurídico peruano, el Estado reconoce y 

valora especialmente al matrimonio y la familia como bases fundamentales de la sociedad; 

aunque se reconocen otras formas de convivencia, como la unión de hecho, el Estado les otorga 

un menor grado de protección y promoción en comparación con el matrimonio; esto refleja una 

política pública orientada a fomentar la formación de familias bajo el vínculo matrimonial, 

privilegiándolas frente a otras formas de organización familiar. De igual manera, Fernández 

señala que, (2020), en el ámbito del Derecho de Familia, se observa una marcada diferencia en 

el tratamiento legal, ya que el matrimonio y sus efectos están regulados extensamente a través 

de casi cien artículos, mientras que las uniones de hecho solo cuentan con una regulación 

mínima, limitada al artículo 326° del Código Civil. 

Bajo esta perspectiva, aunque el TC (2007) ha señalado que el concepto de familia trasciende el 

matrimonio, incluyendo otras formas de convivencia y vínculos reconocidos legalmente que 

deben ser protegidas por el Estado ya que cumplen funciones sociales esenciales y pueden 

subsistir incluso tras la disolución del matrimonio; se evidencia una marcada desigualdad 
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normativa en el Derecho de Familia peruano, originada en una concepción tradicional de la 

estructura familiar centrada exclusivamente en el matrimonio; esta perspectiva, al establecer al 

matrimonio como modelo privilegiado, da lugar a una protección jurídica limitada para otras 

formas de convivencia, como la unión de hecho, pese a que estas también cumplen funciones 

afectivas, sociales y familiares similares. En este sentido, lo señalado por Romero (2019), 

respecto a que el matrimonio y la unión de hecho gozan de igual protección constitucional, 

resulta cuestionable, ya que la regulación de la unión de hecho se encuentra prácticamente 

limitada al artículo 326° del Código Civil, limitado al reconocimiento de derechos patrimoniales 

y personales a los convivientes, en consecuencia, se perpetúa una discriminación normativa que 

afecta especialmente a quienes, por elección o necesidad, conforman familias fuera del vínculo 

matrimonial; a ello se suma que la normativa no desarrolla con claridad ni profundidad los 

derechos y deberes que surgen a partir de la formalización de esta figura, lo que genera un vacío 

legal que puede traducirse en situaciones de desprotección tanto para los convivientes como 

para los hijos nacidos dentro de dicha unión, afectando el principio de igualdad y el interés 

superior del niño. 

1.2 Análisis y discusión del segundo objetivo específico  

En cuanto al segundo objetivo específico, “Analizar qué derechos adquiere un hijo nacido dentro 

de un matrimonio y un hijo extramatrimonial, nacido en una unión de hecho reconocida”. 

Para poder alcanzar el objetivo propuesto, se ha procedido a realizar un análisis doctrinario y 

normativo con el fin de analizar cuáles son los derechos que adquiere un hijo nacido dentro de 

un matrimonio en comparación con los derechos que posee un hijo extramatrimonial, nacido en 

una unión de hecho reconocida. 

Ugarte (2013) indica que, la condición de hijo matrimonial se atribuye a aquellos nacidos dentro 

de un vínculo legal de matrimonio entre sus progenitores, incluyendo también a los nacidos de 

un matrimonio putativo, es decir, aquel celebrado con apariencia de validez; en contraste, se 

considera hijos extramatrimoniales a los concebidos y nacidos fuera del matrimonio, cuya 

filiación ha sido establecida ya sea por reconocimiento voluntario del padre y la madre, o 

mediante una declaración judicial que confirma la paternidad o maternidad. En relación, Del 
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Águila (2020) señala que, tanto el artículo 6 de la Constitución como el artículo 235 de C.C 

establecen el principio de igualdad entre todos los hijos, sin importar su origen; en ese sentido, 

se prohíbe cualquier referencia al estado civil de los progenitores o a la forma en que se ha 

determinado la filiación en los registros oficiales y documentos de identidad, con el fin de evitar 

toda forma de discriminación, garantizando que todos los hijos gocen de los mismos derechos 

y obligaciones ante la ley. De igual manera, Fernández (2020) afirma que, desde una perspectiva 

constitucional, todos los hijos, sin importar si han nacido dentro o fuera del matrimonio, gozan 

del mismo reconocimiento legal en cuanto a derechos y obligaciones, garantizándose así un trato 

igualitario y sin discriminación en el ámbito familiar y jurídico. 

Del Águila (2020) señala que, la Constitución consagra el principio de no discriminación entre 

hijos, estableciendo que todos deben gozar de los mismos derechos y protección, sin importar 

su origen matrimonial; asimismo, resalta que el interés superior del niño debe ser el criterio 

principal en toda decisión o medida que lo afecte, garantizando así su bienestar integral por 

encima de cualquier otra consideración. En este sentido, se reconoce a los menores una serie de 

derechos específicos orientados a proteger su bienestar y garantizar su desarrollo integral en 

todos los aspectos de su vida, ya sea en el ámbito personal, familiar, educativo o social.  

Tabla 3 

Derechos de los hijos matrimoniales y extramatrimoniales 

Derechos adquiridos 

Hijos matrimoniales Hijos extramatrimoniales 

Filiación 

Filiación matrimonial 

Presunción “pater is est” (se presume que el 

cónyuge es el padre) 

Filiación extramatrimonial 

No opera la presunción, ambos padres 

deben reconocer al menor 

Alimentos  

Lo necesario para la subsistencia diaria 

incluye alimentos, vestimenta y atención 

médica, así como la educación y formación 

del beneficiario mientras sea menor de 

edad. 

Constituye todo aquello esencial para la 

subsistencia cotidiana, en iguales términos 

que lo requerido por los hijos nacidos dentro 

del matrimonio. 

Desarrollo integral 
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Los padres deben fomentar el desarrollo de las niñas, niños y adolescentes, apoyando su 

crecimiento y maduración en los ámbitos familiar, escolar y social, siempre velando por el 

interés superior de los menores. 

Maternidad y paternidad 

Tanto la madre como el padre tienen la responsabilidad y el deber de velar por el cuidado, 

formación, sustento y desarrollo integral de sus hijos. 

Protección ante el divorcio o disolución de la unión de hecho 

Al momento de solicitar el divorcio se debe 

anexar a la demanda una propuesta de 

pretensiones respecto a la patria potestad, 

tenencia, alimentos y otros relacionados con 

los hijos. 

El juez que lleva el proceso está obligado a 

pronunciarse respecto a la patria potestad, 

tenencia, alimentos y otros aspectos 

relacionados con los hijos, o de lo contrario 

señalar los motivos por los que no se ha 

pronunciado (no existen hijos, los hijos son 

mayores de edad o existe un acuerdo 

conciliatorio previo) 

No se exige ninguna propuesta de 

pretensiones respecto a los hijos 

extramatrimoniales concebidos dentro de la 

unión de hecho. 

El notario solo se pronuncia respecto a la 

disolución de la unión de hecho y, en su 

caso, a la liquidación del régimen 

patrimonial 

 

Nota: elaborado por el autor 

Al respecto, Zuta (2018) refiere que, una diferencia clave entre la filiación matrimonial y la que 

proviene de una unión de hecho está en la aplicación de la presunción legal “pater is est”, según 

la cual se presume que los hijos nacidos durante el matrimonio son también hijos del esposo de 

la madre; no obstante, esta presunción no opera automáticamente en el caso de las uniones de 

hecho, incluso cuando están formalizadas, por lo que para que se establezca la filiación, es 

necesario que ambos progenitores reconozcan al hijo de manera expresa, ya sea mediante el acta 

de nacimiento, escritura pública, testamento o a través de un proceso judicial. 

Por otro lado, respecto a los alimentos, Rosell (2020) indica que, el derecho a la alimentación 

es un derecho integral cuya finalidad esencial es proteger la vida humana, considerada el bien 

jurídico más valioso, por lo que abarca todo aquello indispensable para la subsistencia digna de 

la persona. En esa línea, el artículo 472 del Código Civil (1984)  impone a los padres la 

obligación de brindar alimentos a sus hijos menores de edad, incluyendo todos los aspectos que 

este derecho conllevan; además, el artículo 473 extiende esta obligación a los hijos mayores de 
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edad que, por razones de discapacidad física o mental, no pueden valerse por sí mismos. 

Asimismo, la Ley N.° 27646 (2002) establece que los hijos mayores de edad, hasta los 28 años, 

tienen derecho a percibir alimentos si son solteros y continúan satisfactoriamente sus estudios 

de profesión u oficio. 

En materia sucesoria, todos los hijos gozan de los mismos derechos hereditarios frente a sus 

padres, sin distinción por la forma en que se haya establecido su filiación; de acuerdo con el 

artículo 818 del cuarto libro del Código Civil (1984), esta igualdad comprende tanto a los hijos 

nacidos dentro del matrimonio como a los extramatrimoniales, ya sea que hayan sido 

reconocidos voluntariamente por sus progenitores o cuya filiación haya sido determinada 

mediante sentencia judicial. 

Así mismo, Baldino y Romero (2020) refieren que, los menores deben recibir una protección 

especial y acceder a oportunidades y servicios esenciales, garantizados por la ley y otros 

mecanismos, que les permitan desarrollarse de manera plena y saludable en los aspectos físico, 

mental, moral, espiritual y social, dentro de un entorno de libertad y dignidad; en ese marco, 

toda norma orientada a este objetivo debe tener como eje central el interés superior del niño, 

entendido no solo como una preocupación del entorno familiar, sino también como una 

responsabilidad colectiva, dado que los menores representan el presente y el porvenir de la 

sociedad en su conjunto. Adicionalmente, Ramírez (2021) señala que, en los procesos de 

divorcio en los que existan hijos menores de edad, se deben incluir también demandas 

adicionales que busquen proteger los derechos de los menores, a diferencia del proceso de cese 

de la unión de hecho, en el que, según Zuta (2018), es posible abordar la obligación alimentaria 

entre los cónyuges, pero no se profundiza en la obligación alimentaria respecto a los hijos 

extramatrimoniales. Por otro lado, Del Águila (2020) destaca que el principio de igualdad de las 

categorías de filiación se refiere principalmente al trato igualitario que la ley otorga en cuanto a 

los derechos y efectos de las relaciones jurídicas derivadas de la procreación, sin distinción entre 

hijos nacidos dentro o fuera del matrimonio. 

Contrario a lo mencionado, Fernández (2020), a pesar de que la Constitución establece la 

igualdad de derechos y deberes para todos los hijos, dicha garantía no siempre se materializa en 

la realidad, ya que muchos menores deben iniciar un proceso judicial para lograr el 
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reconocimiento de su filiación paterna y, en consecuencia, consolidar su identidad jurídica; sin 

este reconocimiento previo, no pueden ejercer plenamente sus derechos, lo que, en algunos 

casos, se produce de manera tardía, limitando su acceso oportuno a tales prerrogativas. 

Al respecto, pese a que Del Águila (2020) señala que, nuestro ordenamiento jurídico promueve 

la igualdad de derechos entre los hijos nacidos dentro del matrimonio y aquellos nacidos fuera 

de él; sin embargo, en la práctica persiste aún existen diferencias en el trato hacia ambos, ya que 

el Estado al otorgar un tratamiento preferente al matrimonio como institución, provoca que no 

se regulen adecuadamente los derechos y obligaciones derivados de otras formas de familia, 

como la unión de hecho, generando una situación de desprotección para los hijos 

extramatrimoniales, especialmente durante el proceso de disolución de dicha unión. Por otro 

lado, lo señalado por Baldino y Romero (2020), respecto a que las normas que se refieren a los 

menores se fundamentan en el principio del interés superior del niño, es evidente que en la 

práctica, al centrarse principalmente en la promoción y regulación detallada del matrimonio, 

han dejado en un segundo plano a otras formas de organización familiar, como la unión de 

hecho; esta atención limitada se traduce en una escasa regulación que no contempla de forma 

expresa los derechos, obligaciones y mecanismos de protección de los que deben gozar los hijos 

extramatrimoniales; a diferencia de los hijos nacidos dentro del matrimonio, cuya situación está 

amparada por un marco normativo amplio y específico que garantiza su adecuada protección, 

los hijos extramatrimoniales se enfrentan a una protección jurídica insuficiente, lo que genera 

una evidente desigualdad.  

En este sentido, es preciso señalar que, si bien con el transcurso del tiempo el marco normativo 

ha avanzado en el reconocimiento de la igualdad de derechos entre los hijos matrimoniales y 

extramatrimoniales, aún persisten diversos aspectos que requieren atención y regulación 

específica para alcanzar una igualdad real y efectiva; en este sentido, es fundamental que la 

promoción y protección de instituciones tradicionales como el matrimonio no impliquen el 

descuido de otras formas de organización familiar que han ido consolidándose en la sociedad 

contemporánea, como la unión de hecho; solo a través de un enfoque inclusivo y equitativo en 

la legislación podrá garantizarse plenamente no solo los derechos de las parejas que optan por 

estas nuevas estructuras familiares, sino también, y de manera prioritaria, los derechos de los 
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menores nacidos en el seno de dichas uniones, en cumplimiento del principio del interés superior 

del niño. 

1.3 Análisis y discusión del tercer objetivo específico 

En relación con el tercer objetivo específico, “Describir cuál es el procedimiento y la vía legal 

para tramitar la disolución unilateral de unión de hecho”. 

Para el logro del objetivo propuesto, se ha llevado a cabo un análisis de la doctrina especializada 

y del marco normativo vigente, con la finalidad de describir detalladamente cuál es el 

procedimiento y la vía legal que debe seguirse para tramitar la disolución unilateral de una unión 

de hecho, identificando los pasos y requisitos de dicho trámite. 

El Código Civil (1984) establece que uno de los elementos esenciales para el reconocimiento 

legal de la unión de hecho es la estabilidad de la relación, entendida como una convivencia 

prolongada, pública, continua y sin interrupciones entre los miembros de la pareja; esta 

estabilidad no solo implica una convivencia efectiva, sino también que la relación sea 

socialmente visible y mantenida en el tiempo; conforme al artículo 326° del Código Civil, para 

que dicha unión pueda ser reconocida jurídicamente, debe acreditarse un mínimo de dos años 

de convivencia bajo estas condiciones, lo cual busca asegurar que se trata de una relación 

consolidada y no de carácter eventual o transitorio.  Por otro lado, en lo que respecta al cese de 

la unión de hecho, la Ley N.° 26662 (2010), que regula los procesos no contenciosos, otorga a 

los notarios la facultad de tramitar determinados procedimientos en los que no existe conflicto 

entre las partes, es decir, cuando ambas manifiestan su voluntad de manera libre y conjunta; esta 

norma permite que el cese de la unión de hecho pueda ser formalizado por vía notarial, siempre 

que se cumpla con los requisitos establecidos, lo cual agiliza el procedimiento y evita recurrir a 

la vía judicial, en beneficio de la celeridad y economía procesal. 

Por otro lado, Simón (2021) señala que, la terminación de unión de hecho, puede ocurrir de dos 

formas; de manera voluntaria cuando ambas partes deciden disolver la unión de hecho, lo cual 

se dará mediante un proceso notarial; por otro lado, el proceso judicial se da cuando solo una de 

las partes solicita a un juez el cese de la unión de hecho, debido a que no existe acuerdo de las 

partes, el otro conviviente no acepta la solicitud notarial o cuando existe desacuerdo respecto a 



 

48 

 

los bienes o la fecha del término de convivencia. Respecto al cese de la unión de hecho, 

tramitada unilateralmente, para Vilca y Colca (2024), el trámite unilateral del cese de una unión 

de hecho consiste en el procedimiento legal mediante el cual uno de los convivientes decide 

poner fin a la relación no matrimonial sin necesidad del consentimiento del otro; para ello, se 

debe seguir un proceso judicial determinado, que comienza con la demostración de que la 

convivencia ha dejado de cumplir con los requisitos legales que la definían como una unión de 

hecho; posteriormente, se presenta la solicitud ante el juez competente, quien evaluará los 

medios probatorios ofrecidos y resolverá sobre la disolución formal de dicha unión. 

A continuación, se expone de manera detallada el procedimiento notarial correspondiente para 

formalizar el cese de la unión de hecho, considerando tanto la modalidad unilateral, cuando solo 

uno de los convivientes manifiesta su voluntad de dar por terminada la relación, como la 

modalidad de mutuo acuerdo, en la que ambas partes deciden conjuntamente poner fin a la 

convivencia.   
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Figura 5 

Procedimiento para tramitar el cese de la unión de hecho (mutuo) 

 

Nota: elaboración propia; información extraída de SUNARP y de las páginas de diferentes notarias como Terán 

Béjar, Paino y Rosalía Mejía 

Al respecto, Coca (2021) indica que, el cese de la unión de hecho también debe ser formalizada 

mediante su inscripción, la cual puede llevarse a cabo ante un notario a través de una escritura 

pública; en este acto, las partes pueden incluir la liquidación del patrimonio común, si se 

encuentran bajo el régimen de sociedad de gananciales; cabe resaltar que este procedimiento no 

requiere publicaciones previas, y una vez finalizado, la extinción de la convivencia debe ser 

registrada en el Registro de Personas Naturales de la SUNARP, a fin de que tenga efectos legales 

frente a terceros.  

Presentacion de la minuta ante el notario
la cual debe contener:

*Datos de los solicitantes

*Reconocimiento de haber dado fin a la
convivncia con la fecha del cese de
convivencia.

*Liquidacion de la socuedad de gananciales.

*Numero de partida electronica del
reconocimiento de la unión de hecho

Revision de la solicitud

Recibida la solicitud esta es revisada por el 
notario quien autorizará el ingreso al kardex

Calificación de los documentos

Procede a calificar los documentos y 
extender la escritura pública

Inscripción en el Registro Personal

Firmada la escritura pública por las partes y 
el Notario, se emiten los partes notariales 

para su presentación en el Registro Personal

Solicitud de inscripción de título 
(formulario de distribución gratuita)

Tasa registral: S/ 20.00
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Figura 6 

Procedimiento para tramitar el cese de la unión de hecho (unilateral) 

 

Nota: elaboración propia; información extraída de SUNARP 

Respecto a ello, Peña (s.f.) señala que, en el procedimiento notarial, es posible solicitar la 

inscripción del cese de la unión de hecho mediante una escritura pública suscrita por uno de los 

convivientes y acompañada de una carta notarial que haya sido debidamente notificada al otro; 

no obstante, para que el trámite pueda continuar y culminar válidamente, se requiere de forma 

obligatoria el consentimiento expreso de ambas partes; en caso uno de los convivientes 

manifieste oposición en cualquier etapa del procedimiento, el notario está obligado a detener de 

inmediato su intervención y suspender el proceso. 

Solicitud ante un notario

Se presenta la minuta señalando la
voluntad de disolver la unión de hecho de
forma unilateral

Notificación al otro conviviente

El notario debe notificar al otro 
conviviente sobre la solicitud 

permitiendole oponerse si considera que 
se está vulnerando alguno de sus 

derechos.

Verificación y escritura pública

El notario verifica que se haya notificado 
correctamente al otro conviviente.

Si no hay oposición se redactará una 
escritura pública con el reconocimiento 

del cese de la union de hecho.

Inscripción en el Registro Personal

Firmada la escritura pública por las 
partes y el Notario, se emiten los partes 

notariales para su presentación en el 
Registro Personal

Solicitud de inscripción de título 
(formulario de distribución gratuita)

Tasa registral: S/ 20.00
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En este contexto, puede observarse que el procedimiento para el reconocimiento del cese de la 

unión de hecho sigue, en líneas generales, una misma secuencia: revisión de la solicitud, ingreso 

al Kardex, calificación de documentos, emisión de la escritura pública, y finalmente, la firma 

del acta por las partes para su posterior inscripción en el Registro de Personas Naturales; sin 

embargo, los requisitos exigidos para iniciar este trámite varían entre distintas notarías. Por 

ejemplo, las notarías Morote (s.f.) y Paino (s.f) solicitan la presentación de una minuta firmada 

por abogado con los datos de los solicitantes, la copia del reconocimiento de la unión de hecho, 

los documentos de identidad de los intervinientes y, en caso de liquidación del patrimonio social, 

los documentos correspondientes a los bienes involucrados; estas notarías, al igual que muchas 

otras, se centran exclusivamente en la disolución de la unión y la liquidación del patrimonio, sin 

considerar si existen hijos extramatrimoniales producto de la relación, ya que la normativa no 

contempla expresamente este aspecto como requisito. No obstante, algunas notarías, como la 

notaría Terán Béjar (s.f.), sí solicitan que se declare la existencia o inexistencia de hijos; en este 

caso, para tramitar el reconocimiento del cese, se requiere presentar una minuta con los datos 

de los solicitantes, constancia de sufragio, y el reconocimiento del término de la convivencia 

con la fecha precisa, así como la partida registral de la unión y, si corresponde, la documentación 

sobre bienes o hijos; no obstante, a pesar de ello, la norma no faculta a los notarios a 

pronunciarse sobre aspectos relacionados con los hijos, ni a exigir acuerdos conciliatorios sobre 

alimentos, tenencia u otros temas vinculados a los menores; esta omisión normativa genera una 

evidente desprotección de los hijos extramatrimoniales en el marco de los procedimientos de 

cese de unión de hecho. 
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1.4 Análisis y discusión del cuarto objetivo específico  

En relación con el cuarto objetivo específico, “Identificar cuáles son los efectos legales respecto 

a la disolución unilateral de unión de hecho entre los convivientes”. 

Para lograr alcanzar el objetivo propuesto, se realizó una revisión de escrituras públicas (05) de 

cese de unión de hecho tramitadas en la Notaría Bolívar Callata, complementado con un análisis 

doctrinario, con el propósito de identificar los efectos legales que se generan a partir de la 

disolución unilateral de la unión de hecho entre los convivientes, prestando especial atención a 

los alcances reales del procedimiento y sus implicancias en el ámbito familiar. 

1.4.1 Análisis de las escrituras públicas 

Respecto a las escrituras públicas de la notaría Bolívar respecto al cese de unión de hecho 

emitidas durante el año 2024: 

Tabla 4 

Ficha de análisis documental - Escritura Pública N.º 1 

Ficha de análisis documental - Escritura Pública N.º 1: cese de unión de hecho 

Criterio Descripción 

Notaría  Bolívar Callata 

Escritura N. º 2182-2024/NC 

Kardex 17781 (JMCM) 

Fecha 21/08/24 

Convivientes Henry Miguel Sayco Churata 

Martha Adela Zarate Flores 

Comentario Contexto de la escritura pública N.º 1 

En el procedimiento no contencioso tramitado por el ciudadano Henry 

Miguel Sayco, este solicita el reconocimiento del cese de su unión de hecho 

con la señora Martha Adela Zárate Flores. Como fundamentos de hecho, 

indica que dicha unión fue inscrita en la Partida N.° 11451949, precisando 

que la convivencia finalizó el 5 de marzo de 2024; asimismo, declara no 
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haber adquirido bienes durante el tiempo que duró la relación y señala el 

último domicilio de convivencia. Para sustentar su solicitud, adjunta copia 

de su DNI, la inscripción registral de la unión de hecho y la escritura pública 

correspondiente al procedimiento no contencioso. Luego de revisar la 

documentación presentada, el notario Rubén Bolívar constata que la señora 

Zárate fue debidamente notificada y que no presentó oposición alguna, 

además de verificar el cumplimiento de todos los requisitos legales 

exigidos; en consecuencia, el notario procede a declarar el cese formal de 

la unión de hecho. 

Análisis propio 

Este caso refleja cómo, en el ámbito notarial, el procedimiento de cese de 

una unión de hecho se ejecuta de manera célere, aunque limitada, 

priorizando exclusivamente el reconocimiento de la finalización de la 

convivencia y, eventualmente, la liquidación del patrimonio social, si este 

existiera; en este caso concreto, al no haberse generado bienes comunes 

durante la convivencia, el trámite concluye con la simple declaración del 

cese, sin abordar otras posibles implicancias.  

Nota: elaborado por el autor 

Tabla 5 

Ficha de análisis documental - Escritura Pública N.º 2 

Ficha de análisis documental - Escritura Pública N.º 2: cese de unión de hecho 

Criterio Descripción 

Notaría  Bolívar 

Escritura N. º 1616-2024/NC 

Kardex 13045 

Fecha 20/06/24 

Convivientes Eduardo Fernando Peralta Cruz 

Miksy Lisset Álvarez Chávez 

Comentario Contexto de la escritura pública N.º 2 
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En el procedimiento no contencioso llevado a cabo por Eduardo Fernando 

Peralta Cruz, quien solicita el reconocimiento del cese de su unión de hecho 

con la señora Miksy Lisset Álvarez Chávez. Como fundamento de hecho, 

señala que la relación fue inscrita en la Partida N.° 11475967, y que la 

convivencia entre ambos concluyó el 27 de septiembre de 2021; asimismo, 

declara no haber adquirido bienes patrimoniales durante el tiempo de 

convivencia, no haber procreado hijos producto de dicha unión y consigna 

el último domicilio que compartieron como pareja. Para sustentar su 

solicitud, adjunta copia de su DNI y la inscripción de la unión de hecho. En 

atención a lo presentado, el notario verifica que la señora Álvarez Chávez 

fue debidamente notificada, que no ha expresado oposición alguna, y que 

se han cumplido todos los requisitos exigidos por la normativa vigente. En 

virtud de ello, y conforme a lo establecido por la Ley N.° 26662, el notario 

procede a declarar el cese formal de la unión de hecho. 

Análisis propio 

En el presente caso, se advierte que el procedimiento notarial se enmarca 

dentro de los alcances de la Ley N.° 26662, la cual permite tramitar asuntos 

no contenciosos notarialmente, como es el reconocimiento del cese de una 

unión de hecho; el solicitante ha cumplido con los requisitos esenciales para 

sustentar su petición, como la identificación precisa de la partida registral, 

la fecha exacta de término de la convivencia, y además realizó la 

manifestación expresa de no haber adquirido bienes ni procreado hijos 

durante dicha relación, lo cual simplifica el procedimiento al no requerirse 

mayores actos de disposición patrimonial o medidas de protección a 

menores.  

Nota: elaborado por el autor 
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Tabla 6 

Ficha de análisis documental - Escritura Pública N.º 3 

Ficha de análisis documental - Escritura Pública N.º 3: cese de unión de hecho 

Criterio Descripción 

Notaría  Bolívar Callata 

Escritura N. º 2890-2023/NC 

Kardex 24543 

Fecha 07/12/23 

Convivientes Percy Ticona Lupaca 

Yessenia Victoria de la Cruz Vargas 

Comentario Contexto de la escritura pública N.º 3 

En el procedimiento no contencioso realizado por el ciudadano Percy 

Ticona Lupaca, este solicita el reconocimiento del cese de su unión de hecho 

con la señora Yessenia Victoria de la Cruz Vargas. Como fundamento de 

hecho, señala que dicha unión fue inscrita en la Partida N.° 11415421 y 

precisa que la convivencia culminó el 14 de febrero de 2019. Asimismo, 

manifiesta no haber adquirido bienes patrimoniales durante el periodo de 

convivencia y declara el último domicilio que compartió con su 

conviviente. Para sustentar su solicitud, adjunta copia de su DNI, la 

inscripción de la unión de hecho y una copia certificada de la escritura 

pública de su reconocimiento. Posteriormente, el notario competente 

verifica que la señora De la Cruz Vargas fue notificada debidamente, que 

no expresó oposición al procedimiento y que se han cumplido todos los 

requisitos legales exigidos. En aplicación de lo dispuesto por la Ley N.° 

26662, el notario procede a declarar el cese formal de la unión de hecho. 

Análisis propio 

Este caso evidencia cómo el procedimiento no contencioso ante notario se 

presenta como una vía accesible y eficiente para el reconocimiento del cese 

de una unión de hecho, particularmente cuando no existen bienes en común 

ni oposición de la otra parte. La solicitud presentada por Percy Ticona 
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Lupaca cumple con los elementos esenciales exigidos por la Ley N.° 26662, 

como la identificación de la partida registral, la determinación de la fecha 

de término de la convivencia y la manifestación del último domicilio 

compartido, lo cual permite una tramitación expedita.  

Nota: elaborado por el autor 

Tabla 7 

Ficha de análisis documental - Escritura Pública N.º 4 

Ficha de análisis documental - Escritura Pública N.º 4: cese de unión de hecho 

Criterio Descripción 

Notaría  Bolívar Callata 

Escritura N. º 417-2025/NC 

Kardex 4100 (KMRP) 

Fecha 12/02/25 

Convivientes Hubert Marcos Cruces Contreras 

Linda Karolay Hidalgo Yraula 

Comentario Contexto de la escritura pública N.º 4 

En el marco del procedimiento no contencioso, el ciudadano Hubert Marcos 

Cruces Contreras solicitó ante notaría el reconocimiento del cese de su 

unión de hecho con la señora Linda Karolay Hidalgo Yraula. Como sustento 

de su petición, señaló que la referida unión se encontraba inscrita en la 

Partida N.° 11527842 y que la convivencia había concluido el 31 de julio 

de 2023 debido a diferencias personales que imposibilitaban la continuidad 

de la vida en común. Para respaldar su solicitud, presentó como medios 

probatorios la copia de su DNI y la constancia de inscripción registral de la 

unión de hecho. Posteriormente, el notario a cargo del trámite verificó que 

la notificación a la señora Hidalgo Yraula se realizó de forma adecuada, que 

no existía oposición de su parte y que se cumplían los requisitos legales 

correspondientes; por lo que, en virtud de lo establecido en la Ley N.° 

26662, el notario procedió a declarar el cese formal de la unión de hecho 

entre las partes. 
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Análisis propio 

Este procedimiento notarial refleja cómo la legislación peruana ha previsto 

una herramienta sencilla y eficaz para formalizar el término de una unión 

de hecho cuando no existe controversia entre las partes. En el caso de 

Hubert Marcos Cruces Contreras, se aprecia que la ruptura de la 

convivencia se sustentó en diferencias personales, un motivo válido pero 

cuya evaluación queda fuera del ámbito notarial, ya que este solo verifica 

el cumplimiento formal de los requisitos legales. A pesar de su utilidad 

práctica, este tipo de procedimiento se limita a un enfoque meramente 

registral y declarativo, dejando de lado aspectos emocionales, patrimoniales 

o incluso de responsabilidades mutuas que pueden surgir al disolverse una 

relación de convivencia prolongada.  

Nota: elaborado por el autor 

Tabla 8 

Ficha de análisis documental - Escritura Pública N.º 5 

Ficha de análisis documental - Escritura Pública N.º 5: cese de unión de hecho 

Criterio Descripción 

Notaría  Bolívar Callata 

Escritura N. º 1579-2024/NC 

Kardex 12800 

Fecha 17/06/24 

Convivientes José Luis Totocayo Huamani 

Jesús Maribel Peralta Puma 

Comentario Contexto de la escritura pública N.º 5 

En el proceso no contencioso realizado por José Luis Totocayo Huamani, 

este solicitó la formalización del cese de su unión de hecho con la señora 

Jesús Maribel Peralta Puma. Como sustento fáctico de su petición, indicó 

que la referida unión estaba inscrita en la Partida N.° 11373065 y que la 

convivencia entre ambos concluyó definitivamente el 30 de marzo de 2024. 

Para acreditar su solicitud, adjuntó copia de su Documento Nacional de 
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Identidad, así como la partida registral correspondiente al reconocimiento 

de la unión de hecho. Tras la revisión de la documentación aportada, el 

notario interviniente verificó que la notificación a la señora Peralta Puma 

fue realizada conforme a ley, que no se presentó oposición alguna por su 

parte y que se habían cumplido todos los requisitos legales exigidos; por lo 

cual, en aplicación de lo dispuesto por la Ley N.° 26662, procedió a declarar 

el cese formal de la unión de hecho. 

Análisis propio 

El procedimiento seguido por José Luis Totocayo Huamani pone de 

manifiesto la funcionalidad del trámite notarial como una vía ágil para 

reconocer el cese de una unión de hecho cuando no existen controversias 

entre los convivientes. La actuación del notario, limitada a la verificación 

formal de los requisitos legales, cumple con asegurar que el procedimiento 

se ajuste a las disposiciones de la Ley N.° 26662, pero no abarca otros 

aspectos de la ruptura que podrían tener implicancias jurídicas o personales, 

como la existencia de hijos o la distribución de bienes comunes. Aunque 

este caso no presenta tales elementos, resalta nuevamente una limitación del 

marco normativo: la ausencia de mecanismos que promuevan la protección 

integral de los derechos de las partes cuando se extingue una convivencia, 

especialmente en contextos donde puede haber una parte más vulnerable.  

Nota: elaborado por el autor 

Convergencia 

En las cinco escrituras públicas de la Notaria Bolívar analizadas, se aprecia una notable 

uniformidad en el procedimiento seguido para la declaración del cese de la unión de hecho; 

todos los solicitantes recurren a la vía notarial no contenciosa conforme a lo dispuesto en la Ley 

N.° 26662, presentan como sustento la inscripción registral de la unión, una copia de su DNI y, 

en algunos casos, documentos complementarios como la escritura pública de reconocimiento; 

asimismo, en cada uno de los casos el notario interviniente verifica que la otra parte haya sido 

debidamente notificada, que no haya oposición y que se cumplan los requisitos legales exigidos, 

procediendo en consecuencia a declarar el cese formal de la unión; también se observa que en 
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todos los procedimientos se consigna la fecha en que cesó la convivencia y se declara, por parte 

del solicitante, la inexistencia de bienes comunes, lo cual reafirma la naturaleza no litigiosa del 

trámite. 

Divergencia 

Las principales diferencias entre los contextos radican en aspectos fácticos y documentales; por 

ejemplo, solo en el contexto N.° 2 se menciona expresamente la inexistencia de hijos producto 

de la unión, detalle que no aparece en los demás. En el contexto N.° 4, además, se alude a la 

causa del término de la convivencia, diferencias personales, mientras que los otros se limitan a 

consignar la fecha sin mayores detalles; en cuanto a los medios probatorios, el contexto N.° 3 

es el único que incluye copia certificada de la escritura pública de reconocimiento de la unión 

como documento adicional.  

Análisis Propio 

Los contextos examinados reflejan la utilidad del procedimiento notarial no contencioso como 

una herramienta eficiente y menos gravosa para formalizar la disolución de una unión de hecho 

cuando no existen conflictos entre los convivientes; por otro lado, la actuación del notario como 

garante de la legalidad y del respeto al debido procedimiento brinda seguridad jurídica a los 

solicitantes, permitiendo que la ruptura de la convivencia quede registrada oficialmente; sin 

embargo, esta vía también evidencia una limitación sustancial: la ausencia de un análisis 

material de los efectos derivados de la ruptura, como la protección de derechos de filiación o de 

convivencia en caso de hijos menores, los cuales no son abordados en estos procedimientos; en 

consecuencia, si bien el trámite cumple con su propósito formal, sería conveniente explorar 

mecanismos complementarios que aseguren una protección más integral de las partes 

involucradas, especialmente en contextos donde puedan existir situaciones de vulnerabilidad o 

desequilibrio entre los ex convivientes. 

1.4.2 Discusión de los resultados 

Con relación al cuarto objetivo específico que busca “Identificar cuáles son los efectos legales 

respecto a la disolución unilateral de unión de hecho entre los convivientes”, es apropiado 
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exponer los conceptos y analizar el trámite y requisitos que se solicitan notarialmente para poder 

identificar los efectos legales que trae consigo el cese de la unión de hecho. 

La notaría Terán Béjar (s.f.) señala que el cese de unión de hecho es un trámite notarial de 

carácter no contencioso, cuyo propósito es finalizar y disolver la unión de hecho previamente 

reconocida mediante escritura pública, dejando sin efecto dicha relación legal de convivencia. 

Para ello, se requiere la presentación de una minuta suscrita por ambos convivientes, la cual 

debe contar con la autorización de un abogado e incluir determinada información y 

documentación anexa. Así mismo, Zuta (2018), señala que, cuando se disuelve una unión de 

hecho, el juez tiene la facultad de conceder al conviviente que fue dejado una compensación 

económica o una pensión alimentaria, según lo que este elija; por ello, en determinados casos, 

pese a la finalización de la convivencia, el derecho del ex conviviente a recibir alimentos puede 

subsistir, incluso si la persona obligada ha contraído matrimonio posteriormente; no obstante, 

no se contempla expresamente el tratamiento de situaciones vinculadas a hijos 

extramatrimoniales nacidos durante la unión, a diferencia de lo que ocurre en los procesos de 

divorcio, donde se regulan de forma clara los derechos y necesidades de los hijos matrimoniales. 

De acuerdo con los hallazgos obtenidos del análisis de las escrituras públicas de la Notaría 

Bolívar, se observa una clara coincidencia en el procedimiento de reconocimiento del cese de la 

unión de hecho, particularmente en el pronunciamiento del notario, el cual se centra 

exclusivamente en aspectos registrales y declarativos que refleja una aplicación uniforme de la 

Ley N.° 26662 en cada caso; esta coincidencia pone en evidencia el carácter formalista del 

procedimiento, donde el rol del notario se limita a verificar el cumplimiento de los requisitos 

legales, como la inscripción previa de la unión, la notificación válida a la otra parte y la 

inexistencia de oposición. Dichos resultados se encuentran alineados con lo expuesto dentro del 

marco teórico. 

Por otro lado, bajo mi análisis, si bien esta homogeneidad contribuye a la celeridad y seguridad 

jurídica del trámite, también deja entrever una falta de profundidad en la evaluación del 

trasfondo social o personal de cada caso, lo que podría invisibilizar posibles situaciones de 

vulnerabilidad o desequilibrio entre las partes; el procedimiento para la declaración de cese de 

unión de hecho pone en evidencia una de las principales falencias del procedimiento notarial: 
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su carácter estrictamente formal y patrimonial, que omite otras dimensiones fundamentales de 

la unión de hecho, como la existencia de hijos, la situación emocional de las partes, o posibles 

necesidades de protección para uno de los convivientes; la normativa vigente no exige, ni faculta 

al notario, a recabar información sobre si hubo hijos extramatrimoniales ni a verificar si se han 

adoptado medidas respecto a alimentos, tenencia o régimen de visitas, lo cual genera un vacío 

legal que podría afectar los derechos de los menores en caso de existir.  

A diferencia de lo que ocurre en la disolución de la unión de hecho, Ramírez (2021) sostiene 

que el divorcio no debe centrarse solo en los cónyuges, sino abordar integralmente los problemas 

derivados, especialmente cuando hay hijos menores, priorizando una solución que cause el 

menor perjuicio posible a la familia, en particular a los niños. Esta visión integral que no se ve 

en la normativa peruana, ya se ve reflejada en la Ley Notarial ecuatoriana (1966) 

específicamente en el artículo 18, inciso 22, donde se establece que los notarios solo pueden 

tramitar divorcios por mutuo acuerdo y disoluciones de uniones de hecho cuando no existen 

hijos menores o dependientes, o cuando esta situación ha sido previamente resuelta mediante 

acta conciliatoria o resolución judicial, resaltando así la importancia de proteger los derechos 

de los menores antes de formalizar la ruptura. 

1.5 Análisis y discusión del objetivo general 

Por último, respecto al objetivo general, “Determinar la influencia de la disolución unilateral de 

unión de hecho en los derechos de los hijos extramatrimoniales. Jurisprudencia del Juzgado de 

Familia de Paucarpata, 2024”. 

Para poder alcanzar el objetivo general propuesto, se llevó a cabo un análisis de las sentencias 

de divorcio emitidas por el Segundo Juzgado de Familia de Paucarpata durante el año 2024, con 

la finalidad de identificar de qué manera se tutela a los hijos en los procesos de disolución del 

matrimonio y contrastar dicha protección con el tratamiento legal que se otorga en los casos de 

disolución unilateral de la unión de hecho, determinando así su influencia en los derechos de los 

hijos extramatrimoniales. 
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1.5.1 Análisis de las sentencias 

Tabla 9 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 1 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 1: Divorcio 

Criterio Descripción 

Sentencia N.º 003-2024-2JF-MBJP 

Expediente 16822-2021-0-0412-JR-FC-02 

Juez Javier Edmundo Calderón Beltrán 

Demandante Marcelina Cueva Chavarría 

Demandado(a) Leoncio Bacilio Villagómez Quispe 

Fecha 11/01/24 

Hijos 4 hijos mayores de edad (28, 25, 22 y 18 años) y 1 hija menor de edad (10 

años) 

Comentario Contexto de la Sentencia N.º 1 

La demandante señala que contrajo matrimonio con el demandado el 13 de 

mayo de 2000 y que tuvieron cinco hijos; durante el matrimonio 

adquirieron varios inmuebles en distintas zonas de Arequipa; asimismo, 

indica que están separados de hecho desde el 29 de marzo de 2017 debido 

a reiterados actos de violencia familiar por parte del demandado, los cuales 

fueron denunciados ante las autoridades judiciales. 

Como pretensiones accesorias sobre los hijos:  

En cuanto a su hija menor, Ada Luz, se indica que ya existe un proceso 

de alimentos en curso; se solicita que la patria potestad sea ejercida 

conjuntamente por ambos padres, pero que la tenencia de la menor se 

establezca a favor de la recurrente, quien la ejerce de hecho, 

proponiendo un régimen de visitas para el padre los domingos. 

Respecto al pronunciamiento del juez:  

Respecto a las pretensiones accesorias sobre la tenencia y régimen de 

visitas de la menor hija de las partes, el tribunal considera que tanto la 

tenencia como el régimen de visitas son atributos de la patria potestad. 
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Según los informes psicológicos y sociales presentados, la menor muestra 

un vínculo emocional preferente hacia su madre, con quien ha vivido desde 

su nacimiento, y mantiene una relación distante con su padre, manifestando 

incluso cierto temor hacia él. Se reconoce que la madre ha conformado una 

familia monoparental, adecuada para el desarrollo de la menor, y que la 

tenencia exclusiva a favor de la madre es lo más beneficioso para el interés 

superior de la niña; en cuanto al régimen de visitas, se establece que deberá 

ser progresivo, con una comunicación virtual adicional, dada la distancia 

entre los domicilios de la niña y el demandado. Además, ambos 

progenitores y la menor deberán recibir orientación psicológica para 

asegurar un desarrollo saludable en la relación familiar. Se concluye que 

ambos progenitores continuarán ejerciendo la patria potestad, y no se emite 

pronunciamiento sobre los alimentos, ya que se están gestionando en un 

proceso separado. 

Finalmente, se declara fundada la demanda de tenencia y custodia de la 

menor y se dispone que se tenencia sea exclusiva de la madre, estableciendo 

un régimen de visitas a favor del padre y de la menor. 

Análisis propio 

El contexto de la Sentencia N.º 1 refleja un escenario complejo en el que se 

conjugan aspectos patrimoniales, familiares y de protección frente a la 

violencia. Desde una perspectiva jurídica y social, la decisión del juez 

evidencia una aplicación equilibrada del principio del interés superior del 

niño, al reconocer el entorno protector y estable que representa la madre 

para la menor, en contraste con la figura paterna, con quien la niña mantiene 

una relación distante y temerosa. Esta resolución también pone en 

evidencia la importancia de que el juzgador no se limite a una visión 

meramente formal del conflicto, sino que integre criterios 

interdisciplinarios como informes psicológicos y sociales que permiten 

comprender la dinámica familiar subyacente; tal es así que, la decisión de 

adjudicar la tenencia a la madre, establecer un régimen de visitas progresivo 
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y ordenar apoyo psicológico integral, denota un enfoque garantista que 

busca restituir vínculos familiares sin poner en riesgo la estabilidad 

emocional de la menor. Esta sentencia refleja así una correcta 

interpretación de las normas sustantivas, en diálogo con los principios de 

protección de derechos fundamentales, particularmente de la infancia y de 

la mujer en situación de vulnerabilidad. 

Nota: elaborado por el autor 

Tabla 10 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 2 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 2: Divorcio 

Criterio Descripción 

Sentencia N.º 014-2024-2JF-MBJP 

Expediente 17185-2019-0-0412-JR-FC-02 

Juez Javier Edmundo Calderón Beltrán 

Demandante Fiorella Arminda Chicata Caballero 

Demandado(a) Elías Josué Vásquez Cama 

Fecha 15/03/24 

Hijos 2 hijos menores de edad  

Comentario Contexto de la Sentencia N.º 2 

La demandante relata que inició una relación sentimental con el demandado 

desde su adolescencia, con quien tuvo una hija que falleció poco después 

de nacer; tras una separación, retomaron la relación y tuvieron un segundo 

hijo; más adelante contrajeron matrimonio en 2007 y, en 2010, viajaron a 

España, donde nació su tercera hija. Durante su estancia en ese país, fue 

víctima de violencia física por parte del demandado; en 2014 regresó al 

Perú con sus hijos, con permiso del demandado, quien habría buscado 

evitar una denuncia por violencia familiar; desde entonces, están separados 

de hecho, y los hijos viven exclusivamente con la demandante. 

Como pretensiones accesorias sobre los hijos:  
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Solicita la suspensión de la patria potestad del demandado sobre sus 

hijos menores por ser el causante de la ruptura matrimonial e incurrir 

en causales del artículo 75 del Código de los Niños y Adolescentes. En 

cuanto a la tenencia y alimentos, se informa que ya existen procesos 

acumulados (Exp. N.° 4089-2018 y N.° 8524-2018), por lo que no 

corresponde nuevo pronunciamiento. 

Respecto al pronunciamiento del Juez: 

Respecto a la pretensión de suspensión de la patria potestad, el tribunal 

considera los casos establecidos en el artículo 75 del Código de los Niños 

y Adolescentes. A pesar de que, la demandante solicita la suspensión de la 

patria potestad del demandado, aludiendo que él es el causante de la ruptura 

del matrimonio, da consejos que corrompen a sus hijos, maltrata 

psicológicamente a los menores y que la separación matrimonial justifica 

dicha suspensión según la ley; el tribunal concluye que la pretensión no está 

suficientemente respaldada por pruebas, ya que no se ha acreditado que el 

demandado haya dado consejos perjudiciales ni haya maltratado a sus hijos. 

Además, en un proceso judicial previo de tenencia, se determinó que el 

demandado es apto para ejercer la patria potestad y que existían 

condiciones desfavorables en el hogar de la madre. Se descarta la 

suspensión de la patria potestad por la separación o el divorcio, ya que esto 

corresponde a una desmembración de la patria potestad, no a una 

suspensión, y una resolución en contrario iría en contra del interés superior 

de los niños y de decisiones judiciales previas. En consecuencia, se 

desestima la pretensión de suspensión de la patria potestad, y se ordena que 

ambos progenitores continúen ejerciendo la patria potestad de sus hijos. 

Además, el tribunal no se pronuncia sobre otros derechos de los menores 

(tenencia, régimen de visitas, y alimentos), ya que estos ya están 

establecidos en otros procesos judiciales independientes. 

Análisis propio 



 

66 

 

Esta sentencia refleja las tensiones entre las alegaciones de la demandante 

y los criterios jurídicos objetivos que rigen la suspensión de la patria 

potestad; aunque se expone una historia de violencia familiar y abandono 

con consecuencias emocionales tanto para la madre como para los hijos, el 

tribunal opta por ceñirse estrictamente a lo establecido en el artículo 75 del 

Código de los Niños y Adolescentes, exigiendo pruebas concretas y 

contundentes de afectación directa a los menores para justificar una medida 

tan drástica como la suspensión de la patria potestad. 

Esta postura evidencia un enfoque judicial que prioriza la protección del 

principio de coparentalidad, siempre que no exista un riesgo claro y 

probado para los menores, incluso cuando se han presentado antecedentes 

de violencia en el entorno familiar. La decisión también muestra la fuerza 

vinculante de resoluciones anteriores y la importancia del principio del 

interés superior del niño, utilizado aquí como criterio para descartar 

medidas que podrían quebrar el vínculo con uno de los progenitores sin 

fundamentos suficientes. 

Nota: elaborado por el autor 

Tabla 11 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 3 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 3: Divorcio 

Criterio Descripción 

Sentencia N.º 066-2024-2JF-MBJP 

Expediente 10200-2023-0-0412-JR-FC-02 

Juez Javier Edmundo Calderón Beltrán 

Demandante Carmen Deidamia Justo Carnero 

Demandado(a) Luis Enrique Morales Hurtado 

Fecha 19/08/24 

Hijos 1 hija menor de edad (15 años) y 1 hijo mayor de edad (21 años) 

Comentario Contexto de la Sentencia N.º 3 
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La demandante contrajo matrimonio con el demandado el 23 de mayo de 

2005 en Paucarpata y tuvieron dos hijos; refiere que desde el inicio de la 

relación vivió en un ambiente familiar conflictivo por constantes maltratos 

psicológicos. En 2010 se retiró forzosamente del domicilio conyugal por 

esta razón, y aunque formalizó su separación recién en 2018 ante el 

juzgado, desde 2010 viven separados de forma continua. Señala que intentó 

una conciliación en 2023 sin éxito, y que la separación es definitiva e 

irreversible, por lo que solicita la disolución del vínculo matrimonial para 

regularizar su situación jurídica. 

Sobre las pretensiones accesorias sobre los hijos: 

En cuanto a sus hijos, indica que Luis Aaron, de 21 años, ya alcanzó la 

mayoría de edad, y solicita la tenencia exclusiva de su hija menor, 

Sheril Rosalba, manteniéndose la patria potestad compartida, con 

régimen de visitas restringido para el padre en el domicilio materno los 

fines de semana, previa coordinación. Pide una pensión alimenticia de 

S/ 800.00 para su hija. 

Respecto al pronunciamiento del juez: 

El Juzgado señala que, ambos progenitores conservarán el ejercicio 

conjunto de la patria potestad sobre su hija menor, al no existir controversia 

ni causal de suspensión, conforme al principio del interés superior del niño. 

Respecto a la tenencia, se otorga de forma exclusiva a la madre, dado que 

la menor ha convivido con ella desde su nacimiento, mantiene vínculos 

afectivos sólidos y ha manifestado su deseo de permanecer bajo su cuidado. 

Esta decisión, aunque excepcional frente a la regla general de tenencia 

compartida, se justifica por el entorno estable y la escasa relación con el 

padre. Se fija un régimen de visitas con externamiento en fines de semana 

y comunicación virtual, dada la residencia en distintas ciudades, sin 

observarse motivos para visitas restringidas. Además, se ordena orientación 

psicológica familiar para fortalecer el vínculo entre padre e hija. 

Finalmente, la pensión alimentaria se establece en S/500.00 mensuales, 
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considerando la presunción legal del estado de necesidad de la menor y la 

capacidad económica del obligado, cuya condición laboral ha sido 

sustentada con medios indiciarios. El monto se fija bajo criterios de equidad 

y proporcionalidad, y podrá ser modificado según variaciones futuras. 

Análisis propio 

Esta sentencia refleja cómo, en los procesos de disolución del vínculo 

matrimonial, las pretensiones accesorias están orientadas no solo a la 

disolución del vínculo matrimonial, sino también a la protección de los 

derechos de los menores, lo cual exige un pronunciamiento judicial expreso 

y cuidadoso. En este caso, si bien uno de los hijos ya alcanzó la mayoría de 

edad, la demanda incluye una solicitud de tenencia exclusiva, régimen de 

visitas y pensión alimenticia respecto a la hija menor; ante ello, el juez actúa 

conforme al principio del interés superior del niño, otorgando la tenencia 

exclusiva a la madre al verificarse vínculos afectivos más sólidos con ella, 

una convivencia estable y el deseo expreso de la menor de permanecer bajo 

su cuidado. 

Asimismo, aunque inicialmente se solicitó un régimen de visitas 

restringido, el juzgado no encontró razones para limitar el contacto con el 

padre, estableciendo visitas con externamiento y comunicación virtual, 

buscando con ello preservar el vínculo familiar y fomentar la 

corresponsabilidad parental. De este modo, la sentencia reitera que todo 

proceso de divorcio con hijos menores necesariamente debe considerar 

medidas específicas en torno a ellos, priorizando su estabilidad, seguridad 

y desarrollo integral. El juzgado cumple con emitir un pronunciamiento 

claro y fundamentado sobre la tenencia, régimen de visitas y alimentos, 

asegurando que la ruptura del vínculo matrimonial no afecte el ejercicio 

responsable de la patria potestad ni el entorno protector que la menor 

necesita. 

Nota: elaborado por el autor 
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Tabla 12 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 4 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 4: Divorcio 

Criterio Descripción 

Sentencia N.º 077-2024-2JF-MBJP 

Expediente 06806-2023-0-0412-JR-FC-02 

Juez Javier Edmundo Calderón Beltrán 

Demandante Quispe Mamani Luis Alberto 

Demandado(a) Soto Cosi María Joaquina 

Fecha 04/09/24 

Hijos 2 hijos menores de edad 

Comentario Contexto de la Sentencia N.º 4 

El demandante señala que contrajo matrimonio civil con la demandada el 

18 de mayo de 2010 en el distrito de Sabandía, teniendo como último 

domicilio conyugal una vivienda en la Urbanización Las Rocas. Durante el 

matrimonio, tuvieron dos hijos menores de edad y enfrentaron conflictos 

constantes, incluyendo agravios verbales y denuncias por violencia 

familiar; por lo que la separación de hecho ocurrió el 12 de enero de 2018, 

cuando la demandada dejó el hogar conyugal, lo cual fue constatado 

policialmente. Indica que no existe acuerdo sobre pensiones alimentarias 

entre cónyuges, ya que ambos se sostienen económicamente por separado. 

Ante una convivencia insostenible y transcurrido más de cinco años de 

separación ininterrumpida, solicita el divorcio al considerar que la relación 

está irremediablemente quebrada. 

Sobre las pretensiones accesorias sobre los hijos: 

En cuanto a los hijos, se pide la variación de la pensión alimentaria 

fijada en el acta de conciliación N.º 263-2021 (Exp. N.º 267-2021), 

requiriendo que la demandada aporte una pensión no menor de S/ 

3.000.00 (S/ 1.500.00 por cada hijo). Se solicita que la patria potestad 
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sea ejercida por el recurrente, quien ostenta la tenencia según el acta 

mencionada. 

Respecto al pronunciamiento del juez: 

Respecto a la variación de los alimentos fijados en el acta de conciliación 

N.° 263-2021, se verifica que el acuerdo pactado carece de cuantificación, 

volviéndolo inejecutable, lo que justifica la revisión judicial del mismo. Se 

presume el estado de necesidad de los menores Harol Adrián y Albert 

Daniel por su minoría de edad (11 y 17 años), sin exigirse prueba adicional. 

En cuanto a las posibilidades de la madre demandada, se evidencia que no 

posee otra carga familiar, tiene capacidad para generar ingresos; según su 

propia declaración, percibe aproximadamente S/550 mensuales por 

trabajos eventuales; y no ha acreditado fehacientemente una incapacidad 

laboral permanente; si bien refiere problemas de salud, los medios 

probatorios ofrecidos (declaraciones unilaterales y un diagnóstico 

presuntivo) no son concluyentes ni descartan su aptitud para trabajar. 

Tampoco existe prueba de ingresos reales o incapacidad económica 

absoluta, por lo que se toma como parámetro la Remuneración Mínima 

Vital (S/1,025). Además, se considera el trabajo doméstico no remunerado 

del padre que ostenta la tenencia. A pesar de existir un proceso previo de 

alimentos (expediente 2257-2020-FC), este no presenta resolución de 

fondo y se encuentra suspendido, por lo que no impide el pronunciamiento 

actual. En aplicación del principio de equidad, razonabilidad y 

proporcionalidad, se fija la pensión alimenticia a cargo de la demandada en 

S/500.00 mensuales (S/250.00 por cada hijo), lo que representa casi el 50% 

de una RMV y permite a la obligada conservar medios para su propia 

subsistencia. La pensión se hará exigible desde el día siguiente de la 

notificación con la demanda, conforme a los artículos 568 y 571 del Código 

Procesal Civil. Respecto a la tenencia y régimen de visitas no hay 

pronunciamiento por existir un acuerdo conciliatorio previo. 

Análisis propio 
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En esta sentencia, se evidencia que el conflicto central gira en torno a la 

solicitud de divorcio por separación de hecho de más de cinco años, en un 

contexto de relaciones conyugales marcadas por violencia verbal y familiar. 

Sin embargo, como ocurre frecuentemente en este tipo de procesos, el caso 

también abarca una serie de pretensiones accesorias vinculadas con los 

derechos de los hijos menores, lo cual requiere una atención especial del 

juzgador bajo el principio del interés superior del niño. 

El juez, al analizar la pretensión de variación de la pensión alimentaria, 

reconoce que el acuerdo conciliatorio anterior es inejecutable por falta de 

una cuantificación precisa, lo que justifica su revisión. Esta actuación 

refleja una correcta intervención judicial al asegurar que los derechos 

alimentarios de los menores no queden desprotegidos, más aún cuando 

estos tienen la presunción legal de necesidad por su minoría de edad. 

Cabe destacar que, si bien existía un proceso previo de alimentos aún 

pendiente de resolución, el juez prioriza el bienestar inmediato de los 

menores y no se inhibe de pronunciarse, garantizando así la tutela efectiva 

de sus derechos. En cuanto a la tenencia y el régimen de visitas, el tribunal 

respeta lo acordado en sede conciliatoria, lo que denota un reconocimiento 

a la autonomía de las partes cuando esta no vulnera el interés de los 

menores. 

Este caso reitera que en las demandas de divorcio donde existen hijos 

menores, el juez tiene el deber ineludible de pronunciarse sobre sus 

derechos, incluso si estos fueron materia de otros procesos o acuerdos, 

siempre y cuando no se afecte su protección; así, el interés superior del niño 

se convierte en el eje rector de todas las decisiones judiciales relacionadas 

con ellos, garantizando su desarrollo integral en un entorno que les brinde 

estabilidad, afecto y seguridad. 

Nota: elaborado por el autor 
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Tabla 13 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 5 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 5: Divorcio 

Criterio Descripción 

Sentencia N.º 001-2024-2JF-MBJP 

Expediente 01216-2022-0-0412-JR-FC-02 

Juez Javier Edmundo Calderón Beltrán 

Demandante Vicente Anastacio Apaza Tito 

Demandado(a) Ana María Montes Feria De Apaza 

Fecha 04/01/24 

Hijos 3 hijas mayores de edad (33, 31 y 21 años) 

Comentario Contexto de la Sentencia N.º 5 

El demandante manifiesta que contrajo matrimonio con la demandada el 14 

de junio de 1997 en Arequipa, y fruto de dicha unión nacieron tres hijas: 

Jacqueline (33 años), Rosmery (31 años) y María (21 años). Refiere que 

desde aproximadamente el año 2010 dejaron de convivir, debido a que la 

demandada abandonó el hogar conyugal ubicado en Paucarpata. 

Posteriormente, en el año 2014, realizaron una conciliación en la que se 

acordó que el demandante tendría la tenencia de la menor, haciéndose cargo 

de su manutención y educación. Por esta razón, se trasladó con su hija a 

Orcopampa y luego a Camaná, donde completó su secundaria y recibió 

apoyo psicológico. 

El demandante justifica la demora en presentar la demanda por motivos 

religiosos y desconocimiento legal; señala que, tras más de once años de 

separación definitiva, ambos han hecho sus vidas por separado, sus hijas 

son adultas e incluso tienen nietos; por tanto, solicita la disolución del 

vínculo matrimonial a fin de regularizar su estado civil y proteger su 

patrimonio, así como el de la demandada. 

Sobre las pretensiones accesorias sobre los hijos: 
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En cuanto a los hijos, se pide la variación de la pensión alimentaria 

fijada en el acta de conciliación N.º 263-2021 (Exp. N.º 267-2021), 

requiriendo que la demandada aporte una pensión no menor de S/ 

3.000.00 (S/ 1.500.00 por cada hijo). Se solicita que la patria potestad 

sea ejercida por el recurrente, quien ostenta la tenencia según el acta 

mencionada. 

Respecto al pronunciamiento del juez: 

Señala que, no cabe emitir pronunciamiento respecto de la patria potestad, 

tenencia, alimentos y régimen de visitas de las hijas de las partes, al ser las 

mismas mayores de edad. 

Análisis propio 

En esta sentencia se evidencia un contexto matrimonial claramente disuelto 

desde hace más de una década, en el que el demandante ha ejercido de facto 

la tenencia, crianza y formación de la hija menor, producto de la separación 

de hecho ocurrida en 2010, cuando la demandada abandonó el hogar 

conyugal. El demandante acreditó haber asumido responsabilidades 

económicas, educativas y emocionales durante la adolescencia de la menor, 

lo cual fue formalizado mediante conciliación extrajudicial en 2014. 

Cabe resaltar que, aunque no existen controversias actuales sobre las hijas, 

en su momento se abordó una pretensión accesoria relacionada con su 

bienestar; esto refleja cómo incluso en procesos de divorcio en los que los 

hijos ya han alcanzado la mayoría de edad, el juez debe considerar si hubo 

impactos o acuerdos previos relativos a menores, dado que el interés 

superior del niño debió ser prioritario durante todo el proceso de desarrollo 

y separación. En este caso, se constata que el padre adoptó medidas para 

asegurar dicho interés, brindando atención integral a su hija menor hasta su 

mayoría de edad. Asimismo, la decisión judicial de no pronunciarse sobre 

tenencia, patria potestad o alimentos se ajusta a derecho, dado que todas las 

hijas son mayores de edad y, por tanto, ya no se encuentran bajo la 

protección del régimen de alimentos ni de cuidado parental. 
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En suma, la sentencia evidencia una separación definitiva en la que, aunque 

los temas relativos a los menores ya no requieren intervención judicial 

directa, su atención en el pasado forma parte relevante del contexto.  

Nota: elaborado por el autor 

Tabla 14 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 6 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 6: Divorcio 

Criterio Descripción 

Sentencia N.º 002-2024-2JF-MBJP 

Expediente 13527-2022-0-0412-JR-FC-02 

Juez Javier Edmundo Calderón Beltrán 

Demandante Rolando Subia Almirón 

Demandado(a) Rosa María Telles Vilca 

Fecha 09/01/24 

Hijos 1 hija menor de edad (16 años) 1 hijo mayor de edad (20 años), al 

momento de emitir pronunciamiento la hija ya cuenta con 18 años 

Comentario Contexto de la Sentencia N.º 6 

El demandante señala que contrajo matrimonio civil con la demandada el 

29 de octubre de 1999 en Paucarpata, fijando como único y último 

domicilio conyugal un inmueble ubicado en el Pueblo Joven Ciudad Blanca 

del mismo distrito; fruto del matrimonio nacieron dos hijos: William (20 

años) y Grecia (16 años). 

Respecto a las obligaciones alimentarias, se precisa que estas fueron 

establecidas mediante el Acta de Conciliación N.º 765-2017, en el marco 

del expediente N.º 774-2017, a raíz de un proceso iniciado por la 

demandada; el demandante afirma estar cumpliendo puntualmente con el 

pago de los alimentos mediante depósitos en el Banco de la Nación. 

Sobre la tenencia, manifiesta que la hija menor de edad está actualmente 

bajo el cuidado de la madre, situación con la que se encuentra conforme.  

Sobre las pretensiones accesorias sobre los hijos: 
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Respecto a los alimentos de su hija menor, Grecia Belén Subia Telles, 

de 16 años, se precisa que existe un acuerdo conciliatorio contenido en 

el acta N.º 765-2017 (Exp. N.º 774-2017), y que la pensión acordada se 

encuentra al día. Sobre la tenencia y custodia de la menor, actualmente 

está a cargo de la madre, situación con la que el demandante se muestra 

conforme. 

Respecto al pronunciamiento del juez:  

Señala que, no cabe emitir pronunciamiento respecto de la patria potestad, 

tenencia, alimentos y régimen de visitas de las hijas de las partes, al ser las 

mismas mayores de edad. 

Análisis propio 

En este caso, el juez se encuentra ante una demanda de divorcio por 

separación de hecho prolongada, donde el demandante acredita la ruptura 

de la convivencia matrimonial desde hace años, así como la existencia de 

obligaciones previamente reguladas por conciliación. El contexto familiar 

está claramente delimitado: los hijos del matrimonio ya han alcanzado o 

están por alcanzar la mayoría de edad, y las partes han resuelto, en gran 

medida, sus diferencias mediante mecanismos alternativos como la 

conciliación extrajudicial. 

Desde el punto de vista de las pretensiones accesorias, en relación con el 

tema de los menores, el juez se limita a indicar que no corresponde 

pronunciamiento sobre alimentos, tenencia ni régimen de visitas debido a 

que los hijos ya son mayores de edad, con lo cual pierde relevancia procesal 

el interés superior del niño.  

Nota: elaborado por el autor 

Tabla 15 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 7 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 7: Divorcio 

Criterio Descripción 

Sentencia N.º 016-2024-2JF-MBJP 
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Expediente 00886-2023-0-0412-JR-FC-02 

Juez Javier Edmundo Calderón Beltrán 

Demandante Juana Gladys Salas Zegarra 

Demandado(a) Julio Máximo Linares Salas 

Fecha 22/03/24 

Hijos 4 hijos mayores de edad 

Comentario Contexto de la Sentencia N.º 7 

La demandante manifiesta que contrajo matrimonio civil con el demandado 

el 21 de julio de 1973 en Characato, estableciendo como último domicilio 

conyugal un inmueble ubicado en el distrito de Socabaya; fruto del 

matrimonio nacieron cuatro hijos quienes actualmente son mayores de 

edad. 

Señala que desde el 14 de enero de 2011 no convive con su cónyuge, ya 

que este se retiró voluntariamente del hogar debido a problemas de 

incompatibilidad de caracteres y por haber contraído deudas que generaban 

notificaciones de cobranza; esta situación fue reiterada ante la comisaría 

mediante denuncia formal en 2013, acreditando así una separación de 

hecho de más de doce años. 

Sobre las pretensiones accesorias sobre los hijos: 

La parte demandante declara que no reclamará pensión alimenticia ni 

solicitará tenencia o patria potestad, dado que sus hijos son mayores 

de edad. 

Respecto al pronunciamiento del juez:  

Señala que, no cabe emitir pronunciamiento respecto de la patria potestad, 

tenencia, alimentos y régimen de visitas de los hijos de las partes, por ser 

mayores de edad. 

Análisis propio 

En el presente caso, la demanda de divorcio se sustenta en la causal de 

separación de hecho por más de dos años, encontrándose incluso acreditada 

una separación de hecho que supera los doce años. Este lapso extenso 
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demuestra una ruptura definitiva del proyecto de vida en común y evidencia 

la pérdida irreparable del vínculo matrimonial, lo cual respalda plenamente 

la procedencia del pedido de disolución del matrimonio. 

Es relevante señalar que las pretensiones accesorias, en cuanto a la 

existencia de hijos, se constata que todos son mayores de edad y han 

alcanzado autonomía personal, razón por la cual no corresponde que el juez 

se pronuncie sobre aspectos relativos a tenencia, patria potestad, alimentos 

o régimen de visitas. Sin embargo, debe resaltarse que, si bien estas 

pretensiones accesorias no ameritan pronunciamiento judicial por tratarse 

de personas mayores de edad, ello no exonera al juzgador de verificar si 

alguna de ellas se encuentra en situación de vulnerabilidad que requiera 

protección excepcional, en aplicación del principio del interés superior del 

niño, cuando se trate de personas con discapacidad o dependencia 

económica. 

Nota: elaborado por el autor 

Tabla 16 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 8 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 8: Divorcio 

Criterio Descripción 

Sentencia N.º 064-2024-2JF-MBJP 

Expediente 18046-2023-0-0412-JR-FC-02 

Juez Javier Edmundo Calderón Beltrán 

Demandante Esmilsinia Giovanna Silva Heredia 

Demandado(a) Herbert Alonso Ramírez Mogrovejo 

Fecha 09/08/24 

Hijos 1 hija mayor de edad (31 años) 

Comentario Contexto de la Sentencia N.º 8 

La demandante indica que contrajo matrimonio civil con el demandado el 

17 de agosto de 1990 en Arequipa, pero debido a una incompatibilidad de 

caracteres, la convivencia cesó en enero de 1991, existiendo una separación 



 

78 

 

de hecho de casi treinta años, por lo que ambos tienen domicilios en 

ciudades distintas. Así mismo, declaran que del matrimonio nació una hija, 

quien actualmente tiene 31 años, por lo que no existen obligaciones 

alimentarias, ni corresponde discutir tenencia o patria potestad. Además, 

ninguna de las partes ha solicitado alimentos durante la relación ni 

posteriormente. 

Sobre las pretensiones accesorias sobre los hijos: 

Se señala que no existe obligación alimentaria entre los cónyuges ni 

respecto de su hija Ninoska Ramírez, quien cuenta con 31 años de edad. 

No se solicita pronunciamiento sobre tenencia ni patria potestad. 

Respecto al pronunciamiento del juez: 

Señala que, no cabe emitir pronunciamiento respecto de la patria potestad, 

tenencia, alimentos y régimen de visitas de la hija de las partes, al ser mayor 

de edad. 

Análisis propio 

En el análisis de la Sentencia, es fundamental señalar que, aunque la hija 

de los demandantes haya alcanzado la mayoría de edad, tanto los 

interesados (los demandantes) como el juez tienen la obligación de abordar, 

en el contexto del proceso, la situación de los hijos, aunque estos ya no sean 

menores de edad. En este caso, aunque se menciona que no existen 

obligaciones alimentarias ni solicitud de patria potestad, el hecho de que la 

hija sea mayor de edad no exime a los involucrados de declarar la situación 

familiar. Los interesados aclaran que su hija es mayor de edad por lo que 

no existen pretensiones accesorias respecto a ella.  

En cuanto al rol del juez, como se vio en la sentencia, es esencial que se 

pronuncie al respecto, incluso cuando los temas relacionados con la hija ya 

no sean pertinentes, ya que esto refleja un cumplimiento de la obligación 

de garantizar la tutela jurisdiccional efectiva. En este contexto, el juez 

manifiesta claramente por qué no emite un pronunciamiento sobre estos 

aspectos, lo cual es una parte integral del proceso judicial.  

Nota: elaborado por el autor  
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Tabla 17 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 9 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 9: Divorcio 

Criterio Descripción 

Sentencia N.º 047-2024-2JF-MBJP 

Expediente 24153-2019-0-0412-JR-FC-02 

Juez Javier Edmundo Calderón Beltrán 

Demandante Eleana Huillcacuri Huancara 

Demandado(a) Henry David Choquemamani García 

Fecha 25/06/24 

Hijos No tienen hijos 

Comentario Contexto de la Sentencia N.º 9 

La demandante relata que contrajo matrimonio civil con el demandado el 

2012 en Socabaya; declara que durante su relación no tuvieron hijos en 

común, pero ella tiene dos hijas de una relación anterior, ya adultas. 

Inicialmente, tuvieron una buena relación, pero desde octubre de 2013, el 

demandado cambió de actitud tras ser reasignado a otra área de trabajo; la 

demandante descubrió que él la engañaba con otra mujer, lo que marcó el 

inicio de maltratos físicos y psicológicos hasta enero de 2014; por lo que 

denunció al demandado por violencia familiar en el expediente Nro. 1366-

2014, donde se dictaron medidas de protección a su favor. En 2017, la 

demandante decidió separarse tras una nueva agresión, viviendo más de dos 

años sin comunicación con el demandado y actualmente, él convive con 

otra mujer, lo que la demandante considera como prueba de que su 

matrimonio es ficticio. 

Sobre las pretensiones accesorias sobre los hijos: 

Declara que, al no existir hijos dentro del matrimonio, no corresponde 

pronunciamiento sobre tenencia, patria potestad ni alimentos. 

Respecto al pronunciamiento del juez: 
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Señala que, no cabe emitir pronunciamiento respecto de los derechos y 

deberes de las partes, como son la patria potestad, tenencia, régimen de 

visitas y alimentos al no haber procreado hijos en común. 

Análisis propio 

El análisis de la Sentencia N.º 9 revela una situación compleja en la que se 

evidencia una relación matrimonial marcada por la violencia familiar y el 

deterioro emocional. Un aspecto relevante en este caso es que, aunque no 

hubo hijos comunes durante el matrimonio, la demandante manifiesta 

expresamente este hecho para que también sea evaluado por el juez.  

Así mismo, el juez también tiene la obligación de pronunciarse sobre este 

aspecto y en caso no lo haga, debe explicar los motivos por los cuales no 

corresponde emitir pronunciamiento al respecto, como es en este caso en el 

que el juez señala que la razón para no pronunciarse es la inexistencia de 

hijos matrimoniales. En este caso se evidencia la importancia de que el juez 

se pronuncie explícitamente este aspecto, ya que la omisión de este tipo de 

pronunciamiento, o la falta de justificación al respecto, podría interpretarse 

como una deficiencia en el ejercicio de la función jurisdiccional. 

Nota: elaborado por el autor 

Tabla 18 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 10 

Ficha de análisis documental - Sentencia N.º 10: Divorcio 

Criterio Descripción 

Sentencia N.º 073-2024-2JF-MBJP 

Expediente 17406-2022-0-0412-JR-FC-02 

Juez Javier Edmundo Calderón Beltrán 

Demandante María Elena Cachi Acero 

Demandado(a) Marcos Félix Bustinza Sánchez 

Fecha 23/08/24 

Hijos No tienen hijos 

Comentario Contexto de la Sentencia N.º 10 



 

81 

 

La demandante informa que contrajo matrimonio con el demandado en 

2008 en Paucarpata; vivieron como pareja en un domicilio alquilado en la 

en el mismo distrito, siendo este el último hogar conyugal y declaran que 

no tuvieron hijos durante su matrimonio. Tras varios conflictos, el 

demandado abandonó el hogar en 2012, y desde esa fecha han permanecido 

separados de hecho por aproximadamente ocho años. La demandante se 

enteró de que el demandado estaba utilizando su seguro de salud, lo que la 

motivó a buscarlo y confrontarlo. Luego de esta conversación, ambos 

intentaron gestionar el divorcio en 2022, firmando la solicitud de 

separación convencional y otros documentos, pero el demandado no 

cumplió con los trámites; por ello, la demandante solicita la disolución del 

matrimonio y la liquidación de la sociedad de gananciales, aunque señala 

que no existen bienes comunes entre ellos. 

Sobre las pretensiones accesorias sobre los hijos: 

Sobre la tenencia, custodia, régimen de visitas y alimentos no deben ser 

tratados en el presente caso debido a que no existen hijos 

matrimoniales. 

Respecto al pronunciamiento del juez: 

Señala que, no cabe emitir pronunciamiento alguno respecto de la patria 

potestad, tenencia, alimentos y régimen de visitas de algún hijo de las 

partes, al haberse manifestado que no se procrearon hijos matrimoniales. 

Análisis propio 

En la Sentencia se observa la importancia de cómo los demandantes 

abordan la cuestión de los hijos dentro de sus pretensiones accesorias y 

cómo el juez se pronuncia al respecto. En este caso, la demandante deja 

claro que no tuvieron hijos durante su matrimonio, lo cual es un dato 

esencial en el desarrollo del proceso y, específicamente, en la formulación 

de las pretensiones accesorias. 

Al no haber hijos, la demandante también se asegura de no plantear 

cuestiones relacionadas con la tenencia, custodia, régimen de visitas ni 
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alimentos, que son aspectos comunes en casos de divorcio cuando hay 

descendencia. Esta es una práctica frecuente en las pretensiones accesorias, 

ya que las partes siempre deben dejar explícito si existen o no hijos, y en 

caso afirmativo, definir si hay algún tipo de solicitud sobre estos temas. 

Por su parte, el juez, al evaluar el caso, se pronuncia de manera adecuada 

al señalar que no corresponde emitir pronunciamiento sobre los derechos y 

deberes relacionados con los hijos, dado que no se han procreado hijos 

durante el matrimonio. Este pronunciamiento es un ejemplo claro de cómo 

el juez cumple con su deber de explicar por qué no se trata este tema, 

asegurando que no hay omisiones y que se ha cumplido con el principio de 

tutela jurisdiccional efectiva. 

Este proceso resalta la importancia de que tanto los demandantes como el 

juez manejen de manera precisa los aspectos relacionados con los hijos en 

los casos de divorcio, garantizando que, cuando no haya hijos en común, se 

emita un pronunciamiento que explique claramente la ausencia de 

cuestiones relacionadas con tenencia, patria potestad, alimentos y régimen 

de visitas. 

Nota: elaborado por el autor 

Convergencia 

En las sentencias analizadas, se observa una convergencia clara en cuanto a la identificación de 

los hijos procreados dentro del vínculo matrimonial, señalando expresamente si existen o no, 

así como su edad actual; cuando se trata de hijos mayores de edad, tanto las partes como los 

jueces reconocen que no corresponde emitir pronunciamiento sobre aspectos accesorios como 

tenencia, alimentos, patria potestad o régimen de visitas. Del mismo modo, en los casos donde 

no existen hijos en común, los jueces también dejan constancia de que no procede tratar dichas 

pretensiones; asimismo, en algunas sentencias se hace referencia a conciliaciones previas que 

regularon la situación de los hijos cuando estos eran menores, lo que refuerza la responsabilidad 

asumida por los progenitores en su momento. 
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Divergencia 

Se advierten divergencias en el tratamiento de las pretensiones accesorias cuando los hijos ya 

han alcanzado la mayoría de edad; en particular, en la Sentencia N.º 5, el demandante solicita la 

variación de una pensión alimentaria y el ejercicio exclusivo de la patria potestad pese a que sus 

hijas ya son adultas, lo cual es desestimado por el juez; este caso contrasta con las demás 

sentencias, donde no se formulan tales pretensiones o se declara expresamente que no 

corresponde hacerlo. Asimismo, se aprecia que el nivel de fundamentación de los jueces varía: 

algunos se limitan a señalar la mayoría de edad de los hijos para rechazar pronunciamientos, sin 

desarrollar una motivación más amplia o sin verificar si existen situaciones excepcionales que 

pudieran justificar una intervención judicial. 

Análisis Propio 

Desde un análisis propio, puede advertirse que, si bien en todos los casos se cumple con declarar 

la existencia o no de hijos, así como su mayoría de edad, los jueces deberían profundizar en la 

motivación de su decisión respecto a las pretensiones accesorias, aun cuando se trate de hijos 

adultos, particularmente en los casos en los que los hijos no pasen los 28 años y se encuentren 

cursando estudios de manera satisfactoria; en efecto, el principio del interés superior del niño 

exige que el juez examine si existen circunstancias que ameriten un análisis más detallado, como 

situaciones de dependencia, discapacidad o vulnerabilidad económica. Incluso cuando no se 

presenten pretensiones accesorias, el juez debería pronunciarse expresamente sobre los motivos 

por los cuales no lo hace, garantizando de este modo la tutela judicial efectiva y la protección 

integral de los derechos familiares, tal como exige el marco constitucional y convencional 

aplicable. 

1.5.2 Discusión de resultados 

Con relación al objetivo general, que busca “Determinar la influencia de la disolución unilateral 

de unión de hecho en los derechos de los hijos extramatrimoniales. Jurisprudencia del Juzgado 

de Familia de Paucarpata, 2024”, es importante referirse a los desarrollado dentro del marco 

teórico, en el que se estudiaron los siguientes aspectos: 
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Respecto a la unión de hecho y el matrimonio, se reconoce que el concepto de familia ha 

experimentado una transformación en la sociedad actual, por lo que la protección jurídica y 

social no debe limitarse únicamente al modelo tradicional o nuclear. En esta línea, la Corte 

Constitucional de Colombia (2017) enfatiza la necesidad de reconocer las nuevas 

configuraciones familiares y los desafíos que estas suponen para el Estado, la sociedad y los 

propios padres. En el contexto peruano, Posadas (2018) sostiene que tanto el matrimonio como 

la unión de hecho son formas legítimas de organización familiar y, en consecuencia, merecen el 

mismo nivel de reconocimiento y protección constitucional. De forma complementaria, el 

Tribunal Constitucional (2007) precisa que toda forma de familia debe ser tutelada por el Estado, 

descartando la idea de que solo aquellas constituidas mediante matrimonio formal sean objeto 

de protección, pues existen diversas maneras de estructurar una familia fuera del vínculo 

matrimonial. 

Sobre el cese de la unión de hecho y la disolución del vínculo matrimonial, Zuta (2018) advierte 

que, en los casos de separación entre convivientes, el juez puede otorgar una compensación 

económica o pensión alimentaria al conviviente que haya sido abandonado; sin embargo, no se 

contempla expresamente cómo deben abordarse los derechos de los hijos extramatrimoniales 

dentro de dicho proceso. Esta omisión genera vacíos en la protección de los menores, quienes 

podrían quedar en una situación de desamparo legal. En contraste, Ramírez (2021) señala que 

las consecuencias de una ruptura conyugal no solo involucran a los cónyuges, sino que tienen 

un impacto directo en todo el núcleo familiar, especialmente en los hijos menores; por ello, en 

los procesos de divorcio, el legislador ha previsto que se incluyan de forma obligatoria 

pretensiones accesorias destinadas a salvaguardar los derechos de los menores, tales como la 

tenencia, pensión de alimentos, régimen de visitas e incluso la suspensión o pérdida de la patria 

potestad. Este aspecto evidencia un tratamiento más integral en comparación con los casos de 

disolución de uniones de hecho. 

Respecto a los hijos frente a la ruptura del vínculo que une a sus progenitores, la Corte 

Constitucional de Colombia (2017) resalta que uno de los principales retos derivados del 

reconocimiento de las nuevas formas de organización familiar radica en garantizar que, pese a 

la separación de los padres, los menores puedan mantener una relación estable y equitativa con 

ambos, sin que dicha ruptura afectiva les genere desventajas o desigualdades. En esta misma 
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línea, la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema (2017) ha sostenido que los hijos no deben 

ver vulnerados sus derechos fundamentales ni ser perjudicados por los conflictos que surjan 

entre los padres, reafirmando así la obligación de proteger el interés superior del menor incluso 

en contextos de disolución familiar. 

Respecto al análisis de las sentencias, se evidencia en todas las sentencias analizadas una 

identificación clara de los hijos nacidos dentro del vínculo matrimonial, especificando su 

existencia y edad; asimismo, se abordan en las pretensiones accesorias todos los aspectos 

necesarios para garantizar el desarrollo integral de los hijos, asegurando que, a pesar de la 

disolución del vínculo matrimonial, se protejan sus derechos; y, en caso de que los hijos sean 

mayores de edad o no existan hijos, se especifica que no corresponde pronunciarse sobre 

pretensiones accesorias como tenencia, alimentos o patria potestad. Igualmente, en todas las 

sentencias, el juez siempre se pronuncia respecto a los hijos, incluso cuando no los hay, son 

mayores de edad o existe un acuerdo conciliatorio previo, justificando los motivos por los cuales 

no corresponde pronunciarse; esto evidencia que este aspecto es fundamental dentro de los 

procesos de divorcio, otorgando una protección más completa a los hijos matrimoniales. Dichas 

observaciones coinciden con lo planteado en el marco teórico. 

Así mismo, del análisis de las sentencias del Juzgado de Familia de Paucarpata y de las escrituras 

de la Notaria Bolívar Callata, se ha observado la clara diferencia que existe dentro de los 

procesos de divorcio y de cese de unión de hecho en lo que respecto a los hijos: 

Tabla 19 

Cuadro comparativo de las sentencias y escrituras públicas 

Cuadro comparativo de las sentencias y escrituras públicas 

Sentencias del 2do Juzgado de Familia del Módulo Básico de Justicia de Paucarpata 

N.° Hijos 

Pretensiones 

respecto a los 

hijos 

Pronunciamiento 

del juez respecto 

a los menores 

1 1 hija menor de edad Sí Sí 

2 2 hijos menores de edad Sí Sí 

3 1 hija menor de edad (15 años) y 1 hijo mayor de 

edad (21 años) 
Sí Sí 
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4 2 hijos menores de edad Sí Sí 

5 3 hijas mayores de edad (33, 31 y 21 años) Sí Sí 

6 1 hija menor de edad (16 años) 1 hijo mayor de 

edad (20 años), al momento de emitir 

pronunciamiento la hija ya cuenta con 18 años 

Sí Sí 

7 4 hijos mayores de edad Sí Sí 

8 1 hija mayor de edad (31 años) Sí Sí 

9 No tienen hijos Sí Sí 

10 No tienen hijos Sí Sí 

Escrituras públicas de la notaría Bolívar Callata 

N.° Hijos 

Pretensiones 

respecto a los 

hijos 

Pronunciamiento 

del notario sobre 

los menores 

1 No especifica No No 

2 No tienen hijos No No 

3 No especifica No No 

4 No especifica No No 

5 No especifica No No 

Nota: elaborado por el autor 

En este sentido se observa que, durante el proceso de divorcio, las partes están obligadas a 

declarar si existen o no hijos matrimoniales y cuál es la situación de estos, asimismo, el juez 

está en la obligación de atender la propuesta de pretensiones referente a las obligaciones con los 

menores, independientemente de si la pretensión de divorcio es declarada fundada o no, en 

atención al interés superior del niño con el fin de brindar una solución más beneficiosa para la 

familia y los menores involucrados, y de no pronunciarse sobre este aspecto, debe fundamentar 

los motivos por los cuales no corresponde emitir pronunciamiento al respecto (los hijos son 

mayores de edad, no existen hijos o ya existe un acuerdo conciliatorio). A diferencia del proceso 

de cese de unión de hecho, donde no es requisito la declaración de la existencia o no de hijos 

extramatrimoniales, por lo que el notario no está facultado para emitir pronunciamiento al 

respecto. 
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Por lo tanto, a pesar de que Romero (2019) sostiene que la unión de hecho, como forma de 

organización familiar, goza del mismo nivel de protección constitucional que la familia 

conformada mediante matrimonio, en la práctica esto no se refleja de manera efectiva, ya que, 

al momento de disolverse el vínculo entre los progenitores, los hijos reciben una protección 

diferenciada dependiendo del tipo de unión de la que provienen. Prueba de ello es que, en los 

procesos de divorcio, el artículo N.° 480 del Código Civil (1984) exige que ambas partes 

presenten una propuesta respecto a aspectos esenciales como la tenencia, el régimen de visitas 

y la pensión de alimentos, con el propósito de garantizar el bienestar de los hijos menores; sin 

embargo, esta obligación no se extiende a los procesos de cese de unión de hecho, en los que 

generalmente se abordan únicamente cuestiones patrimoniales. Aunque desde la doctrina se 

insiste en que los hijos deben gozar de los mismos derechos sin importar su origen, como lo 

afirman Fernández (2020), al señalar que constitucionalmente existe igualdad de derechos entre 

hijos matrimoniales y extramatrimoniales, y Del Águila (2020), quien resalta la intención 

constitucional de garantizar un trato igualitario a todos los hijos. La realidad evidencia que el 

trámite de cese notarial de la unión de hecho, si bien otorga seguridad jurídica sobre el estado 

civil de los convivientes, omite abordar la situación de los hijos; esta omisión genera un 

preocupante escenario de desprotección hacia los hijos extramatrimoniales, vulnerando tanto el 

principio constitucional de igualdad como el interés superior del niño, al no prever mecanismos 

que aseguren su protección efectiva frente a la disolución del vínculo parental. 
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CONCLUSIONES 

Primera: Se desarrolló que los convivientes adquieren derechos similares a los derivados del 

matrimonio, como los derechos laborales y de viudez, alimentos, derechos sucesorios, acceso a 

servicios de salud, posibilidad de adopción y reconocimiento de una sociedad de gananciales, 

entre otros. No obstante, aunque se afirma que la unión de hecho goza del mismo nivel de 

protección que el matrimonio, en la práctica persiste una evidente desigualdad normativa, ya 

que muchos de estos derechos no están regulados de manera expresa y sistemática como ocurre 

con el matrimonio, generando incertidumbre jurídica y una protección limitada para los 

convivientes. 

Segunda: Se analizó que, en principio, tanto los hijos matrimoniales como los 

extramatrimoniales gozan de los mismos derechos conforme al marco constitucional, lo que 

busca eliminar todo tipo de discriminación por el origen del vínculo parental; sin embargo, aún 

subsisten diferencias en aspectos sensibles como la filiación y la protección legal frente a la 

ruptura del vínculo entre los padres legales. En particular, los hijos nacidos dentro del 

matrimonio están amparados por un marco normativo específico que establece medidas claras 

de protección, a diferencia de los hijos extramatrimoniales, quienes se enfrentan a una 

regulación insuficiente en contextos de cese de la unión de hecho. 

Tercera: Se describió el procedimiento notarial para solicitar el cese unilateral de la unión de 

hecho, el cual, al no ser contencioso, permite tramitar notarialmente el cese de la unión de hecho 

previa notificación a la otra parte; si no existe oposición, se formaliza mediante escritura 

pública; de lo contrario, se traslada el caso a la vía judicial. Este trámite notarial, en general, 

consta de la presentación y calificación de documentos, inscripción en el Kardex, emisión de la 

escritura y firma del acta para su posterior inscripción registral. No obstante, este proceso, al ser 

rápido y formalista omite aspectos fundamentales como la situación de los hijos nacidos durante 

la convivencia, especialmente si son menores de edad, lo que evidencia una falta de abordaje 

integral en la normativa vigente. 

Cuarta: Se identificó que los efectos legales de la disolución unilateral de la unión de hecho se 

limitan esencialmente al aspecto patrimonial, sin incluir un tratamiento adecuado de los aspectos 
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personales o familiares. Esta situación evidencia un vacío normativo que no contempla 

mecanismos de protección para los hijos en caso de separación, contrastando con el enfoque 

integral de los procesos de divorcio y con legislaciones comparadas como la ecuatoriana, que 

condicionan la disolución no contenciosa a la inexistencia de hijos menores o a la previa 

conciliación de su situación. 

Quinta: Se determinó que el actual procedimiento de cese de unión de hecho afecta 

negativamente los derechos de los hijos extramatrimoniales, al no requerir que los convivientes 

declaren la existencia de hijos o presenten acuerdos sobre su situación en caso de haberlos; a 

diferencia de los procesos de divorcio, en los que se exige una propuesta sobre tenencia, 

alimentos, régimen de visitas y patria potestad, el procedimiento de cese de unión de hecho se 

enfoca únicamente en aspectos patrimoniales, omitiendo la implementación de medidas que 

garanticen el bienestar y la protección efectiva de los menores, en contravención al principio del 

interés superior del niño.  
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RECOMENDACIONES 

Primera: Al Poder Legislativo que amplíe el artículo N.° 326° del C.C, con el fin de regular de 

forma expresa y detallada los derechos y obligaciones que nacen de la unión de hecho, 

garantizando que estos se equiparen de manera real y no solo formal con los que derivan del 

matrimonio, a fin de lograr una verdadera igualdad de protección tanto para los convivientes 

como para los demás integrantes de la familia, incluidos los hijos extramatrimoniales. 

Segunda: A la Comisión de Justicia y Derechos Humanos del Congreso de la República, 

elaborar una normativa que regule de manera integral los derechos y deberes de los hijos 

extramatrimoniales, equiparándolos expresamente con los derechos reconocidos a los hijos 

nacidos dentro del matrimonio; esta regulación debe contemplar mecanismos obligatorios de 

protección en contextos de disolución de la unión de hecho que garanticen un trato igualitario y 

la protección efectiva del interés superior del niño. 

Tercera: Al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos revisar y complementar la regulación 

del procedimiento notarial de cese unilateral de unión de hecho, incorporando directrices que 

obliguen al notario a recabar información sobre la existencia de hijos comunes, especialmente 

si son menores de edad. En ese sentido, se podría establecer mecanismos que permitan equiparar 

la protección de los hijos extramatrimoniales con la que reciben los hijos matrimoniales en los 

procesos de divorcio, exigiendo que, al momento de disolver la unión, se tomen en cuenta 

medidas que garanticen su bienestar y resguarden sus derechos fundamentales, en cumplimiento 

del principio del interés superior del niño. 

Cuarta: Al Colegio de Notarios del Perú proponer la incorporación de lineamientos internos que 

orienten a los notarios, dentro del marco de sus competencias, a requerir información sobre la 

existencia de hijos comunes, así como verificar la adopción de medidas mínimas para su 

protección (requerir que se adjunte un acuerdo conciliatorio previo) en los procedimientos de 

cese de unión de hecho; esta iniciativa contribuiría a visibilizar posibles situaciones de 

vulnerabilidad familiar y promover una ruptura con enfoque de derechos, aun cuando no exista 

una obligación expresa en la legislación vigente.  
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Quinta: Al Congreso de la República diseñar y aprobar un reglamento específico para el 

procedimiento notarial de cese de unión de hecho, en el cual se incorpore la obligación de que 

los convivientes declaren si tienen hijos en común, y, de ser así, presenten un acuerdo previo 

respecto a la tenencia, alimentos, régimen de visitas y ejercicio de la patria potestad; esta 

disposición deberá implementarse como requisito indispensable para la tramitación notarial, con 

el fin de garantizar el principio del interés superior del niño y evitar que la protección de sus 

derechos quede relegada frente a la celeridad del procedimiento.  
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ANEXOS 

Anexo A: Sentencias del segundo Juzgado de Familia del Módulo Básico de Justicia de 

Paucarpata (10) 
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